
QUE REFORMA, ADICIONA Y DEROGA DIVERSAS DISPOSICION ES DE LA LEY AGRARIA, A 
CARGO DEL DIPUTADO JUAN BUENO TORIO, DEL GRUPO PARL AMENTARIO DEL PAN 

El que suscribe, Juan Bueno Torio, diputado integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con 
fundamento en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y los 
artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la consideración de 
esta soberanía la presente iniciativa de Ley Federal de Procedimientos Agrarios, de conformidad con la siguiente: 

Exposición de Motivos 

Las reformas de 1992 al artículo 27 constitucional y la expedición de una nueva ley reglamentaria en materia 
agraria, modificaron las normas que regulan tanto el sistema de tenencia de la tierra como las disposiciones 
vinculadas a los procedimientos y a las instituciones del ramo, con lo cual se reforzaron y modernizaron 
integralmente los mecanismos que garantizan la seguridad jurídica agraria en el campo mexicano. 

En 1992 no sólo se modificaron las normas relativas a la propiedad, la familia, las sucesiones y los contratos, sino 
también, por un lado, se estableció una nueva institucionalidad, al transformar la estructura del sector público 
agrario mediante la separación de lo jurisdiccional y lo administrativo, y, por el otro, se puso fin a la incertidumbre 
procesal imperante producto de la pluralidad de procedimientos de corte discrecional que operaban en la materia, 
para implantar un procedimiento único instrumentado por órganos especializados. 

Más allá de lo ocurrido en los ámbitos sustantivo e institucional, de lo cual se han ocupado ya otras iniciativas, en 
el campo del derecho procesal agrario se registró una verdadera transformación de fondo, a cuya luz se ha 
reforzado la tranquilidad del sector rural y viabilizado la concreción de actos jurídicos que tienden a ordenar y 
regularizar la estructura de la tenencia de la tierra y a impulsar el desarrollo del agro nacional, además de fortalecer 
el imperio de la ley y del derecho y de reforzar la gobernabilidad rural. 

En efecto, junto al nuevo modelo de administración e impartición de justicia, las reformas de 1992 intentaron 
introducir un mecanismo ágil, transparente e imparcial de resolver la problemática agraria y de solucionar los 
conflictos de intereses mediante la instauración de un solo juicio agrario, con carácter oral y uniinstancial, a fin de 
adecuarlo a las necesidades específicas de los justiciables. 

Sin embargo, el procedimiento establecido en la Ley Agraria quedó regulado en términos tan escuetos y generales 
que sistemáticamente el juzgador y a las partes tienen que recurrir al apoyo de la legislación supletoria, en este 
caso, el Código Federal de Procedimientos Civiles, casi convirtiendo en regla lo que debiese ser excepción, 
tendiéndose a desvirtuar la naturaleza social del proceso agrario, dada la esencia individualista del procedimiento 
civil. 

Es un hecho innegable que la necesidad de recurrir al auxilio de la legislación supletoria asalta a cada paso del 
proceso, desde la demanda, el emplazamiento, las notificaciones, la contestación, la caducidad de la instancia, la 
celebración de la audiencia, las pruebas, los alegatos y la ejecución de la sentencia. Lo que ha propiciado una 
práctica casi abusiva de la supletoriedad. 

Sin embargo, el procedimiento civil se instrumenta bajo formalidades y principios de estricto derecho, 
normalmente consustanciales a los juicios escritos, que corresponden a conflictos y sujetos jurídicos con 
características diferentes a las de orden agrario y que, además, no se adaptan a las necesidades de los campesinos 
mexicanos, pues sus rigorismos se apartan de la naturaleza social del procedimiento agrario. 

La rigidez de los juicios civiles obliga a que cada una de las etapas procesales se lleven a cabo en los plazos y 
términos establecidos en la ley, sin oportunidad alguna de comprimir sus fases ni acelerar las actuaciones para 
resolver los conflictos por la vía más pronta y expedita, lo cual conmina al órgano jurisdiccional al desempeño de 
un papel pasivo y obra en detrimento de la economía de las partes. 



Igualmente, en el procedimiento civil el juzgador carece de facultades para buscar de oficio la verdad de los hechos 
controvertidos según lo estime conveniente, situación que es incongruente con la realidad que se pretende regular 
mediante la supletoriedad, dadas las características legales revestidas por la problemática agraria mexicana, que se 
distingue básicamente por la existencia de un sistema de propiedad social con actores e instituciones jurídicas sui 
géneris. 

Asimismo, en el procedimiento civil el órgano jurisdiccional está impedido para auxiliar a las partes para suplir la 
deficiencia en sus planteamientos de derecho y debe valorar las pruebas de acuerdo con una tabla o parámetro 
preestablecido, ciñendo su deliberación a lo que las partes y los documentos contenidos en el expediente respectivo 
que textualmente le expresen, aun cuando por los hechos, la equidad y la justicia le sugieran otra cosa. 

Por ello, es inexplicable desde el punto de vista jurídico, social y doctrinal que la problemática jurídica de una 
materia de tanto peso en la vida nacional sea resuelta con principios, fórmulas y reglas que le son ajenas. La 
conflictiva agraria de nuestro país requiere respuestas adecuadas a las necesidades concretas de los hombres y 
mujeres del campo. 

Esto ha sido percibido cabalmente tanto por las autoridades como por los sujetos agrarios, tan es así que la 
expedición de un código de procedimientos en la materia constituyó una de las principales demandas enarboladas 
por las organizaciones campesinas durante la movilización que culminó con la firma del Acuerdo Nacional para el 
Campo, el 28 de abril de 2003, habiendo quedado establecida en los numerales 238 y 239 como un compromiso 
político del Estado mexicano. 

El procedimiento contenido en la presente Iniciativa parte de las bases establecidas en la Ley Agraria, los 
principios procesales que le inspiran y los aspectos supletorios del Código Federal de Procedimientos Civiles más 
invocados, así como los criterios de interpretación emanados de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de los 
Tribunales Colegiados de Circuito y del Tribunal Superior Agrario y que han sido plasmados en tesis y 
jurisprudencia, para delinear un proceso apegado a las necesidades concretas de sus principales actores: los 
campesinos. 

El decreto de reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que se publicó el 18 de junio de 
2008, el cual modifica los artículos 16, 17, 18, 19, 20, 21 y 22; las fracciones XXI y XXIII del artículo 73; la 
fracción VII del artículo 115 y la fracción XIII del apartado B del artículo 123, establece las bases de un nuevo 
sistema procesal penal acusatorio, adversarial y oral, dejando atrás el tradicional sistema inquisitorio mixto. Esta 
reforma constituye un cambio histórico en nuestro sistema de justicia penal. 

El pasado 27 de enero de 2011, se publicó en el Diario Oficial de la Federación un decreto que entre otras 
disposiciones adiciona al Código de Comercio, un título especial en el que se establece el “juicio oral mercantil”, 
mismo que entro en vigor a partir del 27 de enero del 2012, procedimiento novedoso en materia mercantil. 

La tendencia hacia “la oralidad” en la impartición de justicia, es una nueva realidad en el país donde la búsqueda 
de una justicia pronta y expedita tal como lo establece la Carta Magna, se integra al lograr con la implementación 
de nuevos sistemas orales que briden economía procesal y liberen a la justicia de aquellos obstáculos 
procedimentales que actualmente retrasan la garantía de justicia para desahogar un verdadero estado de derecho, 
por tal motivo se ha venido transformando el sistema jurídico del estado Mexicano. 

Estos sistemas están basados en los principios de oralidad, igualdad, inmediación, publicidad, contradicción, 
concentración, continuidad, principios que son base de igual forma para el procedimiento agrario tal como queda 
establecido en el capítulo II artículo 4 de esta ley. 

Si bien es cierto en el derecho agrario como en el laboral ya se desarrollan predominando la oralidad, como dicho 
método, la falta de lineamentos procesales demoran igualmente el desahogo de los juicios actualmente existentes. 



Por lo que el juicio agrario se trata de un procedimiento básicamente oral que rompe con las formalidades del 
estricto derecho y la lentitud y parsimonia del proceso escrito, permitiendo al juzgador la posibilidad de acelerar 
trámites y comprimir fases, así como el dictar sus resoluciones a partir de la valoración objetiva de los hechos 
históricos y la búsqueda de la verdad material, sin tener que sujetarse a reglas preestablecidas ni a la sola apariencia 
de la verdad legal. 

Los sistemas de notificaciones, emplazamientos, valoración de pruebas, emisión de acuerdos y sentencias que 
dicho proceso adopta son de corte puramente social, lo que significa que responde a criterios que toman en cuenta 
las necesidades y condiciones de vida de los justiciables y las características de su entorno para solventar un 
proceso de impartición y administración de justicia agraria eficaz, eficiente y expedito. 

Las reformas que se proponen no se limitan a introducir elementos de corte social, sino que abordan el proceso 
agrario desde una perspectiva integral y bajo un enfoque sistémico, de suerte que regula exhaustivamente desde los 
principios, las reglas y los criterios que regirán su aplicación, hasta la mecánica del procedimiento, definiendo sus 
principales conceptos y su jurisdicción. 

Se trata de una propuesta breve a partir de la creación de una nueva ley, esta se compone de un total de 168 
artículos, distribuidos en 5 títulos que, a su vez, se subdividen en 17 capítulos, redactados y estructurados de 
manera sencilla para la fácil comprensión por sus destinatarios. 

El Título Primero “De la Justicia Agraria”, establece los principios y normas de interpretación que deberán guiar el 
proceso, entre los que sobresalen la oralidad, inmediación, concentración, celeridad y objetividad como elementos 
que subrayan la naturaleza social del juicio agrario. 

Ahí mismo se contemplan las facultades, obligaciones, jurisdicción y competencia de los tribunales agrarios, 
destacando el derecho que se reconoce a los pequeños propietarios y a las sociedades y asociaciones integradas por 
éstos, de elegir entre un tribunal agrario o uno del fuero local para que conozcan de las controversias relativas a la 
tenencia de sus tierras (jurisdicción concurrente). 

En ese rubro resalta, también, la competencia que se reconoce a los tribunales agrarios para conocer de las 
controversias que se susciten por actos o actividades que deterioren las tierras, bosques y aguas u otros recursos 
naturales propiedad de los núcleos agrarios, o que puedan generar un daño patrimonial y un perjuicio a las 
características del ecosistema y equilibrio ecológico, así como aquellos que obstaculicen el oportuno 
aprovechamiento o explotación y realización de las actividades productivas de los núcleos agrarios. 

Dentro del mismo título se regulan el tiempo, el lugar y las formalidades que deben llenar los actos procesales, 
señalándose con toda claridad cuándo empiezan a correr los términos judiciales y cuándo procede decretar la 
suspensión o interrupción del proceso, para seguidamente abordar la capacidad, representación y personalidad de 
los entes agrarios, estableciendo reglas especiales que tienden a simplificar la forma de acreditación de la 
personalidad y la designación de representantes legales. 

Se incluyen también reglas relativas a las diligencias precautorias toda vez que en la actualidad en la ley agraria no 
existen, en la civil a veces es tomada en cuenta y a veces no, teniendo así la certeza que así será parte del 
procedimiento agrario, otorgando seguridad jurídica, de igual forma se establece la suspensión de actos de 
autoridad, a fin de evitar que se cometan daños irreparables, o que se sigan causando menoscabo de los intereses de 
las partes. 

En el capítulo VII de este título se establecen los incidentes que se podrán interponer esto con la finalidad de 
obtener economía procesal logrando una resolución inmediata ante aquellas violaciones procesales que se puedan 
presentar, evitando así el tener que esperar a la interposición del amparo directo eliminando una opción más para la 
dilación de la justicia. 



Relacionándose de manera clara los incidentes existentes caso contrario a la actual Ley Agraria, esta propuesta 
siguiere diferenciar el código de procedimientos civiles por una nueva ley de procedimientos agrarios, 
introduciendo un capítulo relativo a dichos procedimientos. 

Dado que actualmente la Ley Agraria no prevé los incidentes de manera específica, razón por la cual no es posible 
interponer dichos recursos, el actual código de procedimientos de civiles y su implementación en los juicios 
agrarios no conlleva el espíritu del derechos social, a diferencia del derecho Laboral del cual se obtuvo soporte 
para la adecuación de estos recursos a esta nueva ley. 

En el título II se abordan los requisitos que debe contener la demanda y el tiempo y forma de su presentación, las 
reglas del emplazamiento y las notificaciones, así como los términos de la contestación, detallando la forma y 
condiciones en que debe celebrarse la audiencia. Particular tratamiento se dio a los derechos y obligaciones que 
tienen las partes, los terceros que intervengan y los magistrados agrarios en el desenvolvimiento del juicio, lo 
mismo que la clase de pruebas que pueden ofrecerse y la forma en que deban desahogarse. 

Para cerrar el título segundo se aborda lo relativo al plazo en que deben dictarse las resoluciones y el sistema de 
valoración de pruebas, en donde de nueva cuenta resaltan los elementos de orden social al brindar al juzgador 
amplia libertad para valorar los hechos y se introduce el derecho de las partes a solicitar aclaración de la sentencia, 
así como diversos aspectos concernientes a su ejecución, conservando las disposiciones que contiene la ley vigente. 

En este apartado del procedimiento que se propone registra un nuevo acercamiento al terreno social al contemplar 
que la regulación y solución de conflictos individuales internos de los pueblos y comunidades agrarias e indígenas, 
obtenidas en aplicación de sus propios sistemas normativos, puedan ser elevadas por el tribunal, previa 
calificación, a la categoría de cosa juzgada, esto de acuerdo a los convenios y tratados internacionales referente a 
las minorías y pueblos indígenas. 

El título tercero se refiere a los medios de impugnación de las sentencia en el cual se establecen las características 
que en la actual Ley de Amparo se establecen para el derecho agrario inherentes al derecho social tal como lo es la 
suplencia de la queja desde la demanda hasta los mismo agravios, así como las excepciones que dicha ley maneja 
para los plazos cuando se trata de derechos agrarios, así como el recurso de revisión, al que se le incorporan 
algunas acciones agrarias que pueden ser sujetas de impugnación mediante dicho recurso. 

En el título cuarto se establecen los procedimientos que pueden instaurarse mediante la jurisdicción voluntaria. 

En el título quinto, que aborda los medios alternativos de solución, a la conciliación agraria se agrega el de la 
mediación y el arbitraje, con el propósito de aumentar el número de asuntos en que puedan evitarse los juicios 
agrarios. 

Por lo antes expuesto, por el digno conducto de ustedes, ciudadanos secretarios, someto a la consideración del 
honorable Congreso de la Unión, la siguiente iniciativa 

Título Primero 
Definiciones, Principios y Reglas Generales del Juicio Agrario 

Capítulo 1Definiciones 

Artículo 1. La jurisdicción agraria es la potestad que la fracción XIX del artículo 27 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos otorga a los tribunales agrarios, para que con plena autonomía, impartan y 
administren justicia, con la finalidad de garantizar la seguridad jurídica en la tenencia de la tierra ejidal, comunal y 
de la pequeña propiedad. 

 



Artículo 2. Son juicios agrarios los que tienen por objeto sustanciar, dirimir y resolver las controversias que se 
susciten con motivo de la aplicación de las disposiciones contenidas en esta u otras leyes, cuando los actos que se 
realicen sean de naturaleza agraria y los actos de su procedimiento son establecidos en la presente Ley, sólo en lo 
no previsto en esta Ley, se aplicará supletoriamente la legislación civil federal y, en su caso, mercantil, según la 
materia de que se trate. 

Artículo 3. Para los efectos de esta ley se entiende por: 

I. Actos de naturaleza agraria. Aquellos que constituyan, alteren, modifiquen, transmitan o extingan un derecho o 
una obligación en favor o en contra de los sujetos agrarios, en términos de lo dispuesto por esta Ley o sus 
reglamentos; 

II. Autoridades agrarias. Aquellas que realicen actos que constituyan, alteren, modifiquen o extingan derechos o 
determinen la existencia de obligaciones, respecto de los sujetos agrarios y sus bienes, protegidos por el régimen 
jurídico agrario. 

III. Bienes agrarios. Las tierras, bosques y aguas que han sido dotados a los núcleos ejidales o comunales o que 
hubieren adquirido por cualquier otro título y hayan sido incorporadas al régimen jurídico ejidal o comunal. 

IV. Régimen jurídico agrario. El conjunto de leyes, reglamentos y demás ordenamientos que regulan los bienes, 
derechos y obligaciones de los sujetos señalados en la fracción V, así como las que regulan la impartición de la 
justicia agraria. 

V. Sujetos agrarios: 

a. Los ejidatarios y sus sucesores, así como los aspirantes a serlo; 

b. Los comuneros y sus sucesores, así como los aspirantes a serlo; 

c. Los avecindados en la zona urbana del poblado; 

d. Los poseedores de parcelas ejidales o comunales; 

e. Los posesionarios de tierras del núcleo agrario; 

f. Los colonos agrícolas, ganaderos o agropecuarios; 

g. Los poseedores de terrenos nacionales; 

h. Los pequeños propietarios y los poseedores de terrenos de propiedad privada; 

i. Los jornaleros agrícolas, los terceristas y los aparceros y, en general, todos los que se encuentren vinculados por 
un contrato de aprovechamiento de tierras ejidales o comunales; 

j. Los núcleos de población ejidal; 

k. Los núcleos de población comunal; 

l. Las colonias agrícolas, ganaderas y agropecuarias; 

m. Las sociedades agrarias y las propietarias de tierras agrícolas, ganaderas o forestales, a las que se refiere la Ley 
Agraria, y 



n. Las entidades o individuos que pertenecen al régimen jurídico agrario, conforme a la ley de la materia y los 
reglamentos que deriven de ésta. 

Capítulo Principios del Juicio Agrario 

Artículo 4. En el juicio agrario se observarán los siguientes principios generales: 

Iniciativa de parte. La iniciación del proceso corresponde exclusivamente a quien tenga interés en que el tribunal 
agrario declare o constituya un derecho o imponga una condena. Los tribunales agrarios no podrán iniciar de oficio 
ningún procedimiento. 

Legalidad. Los tribunales se ajustarán a los preceptos enmarcados en la Constitución, en esta ley y en las demás 
leyes aplicables, para la correcta prosecución del juicio y la decisión judicial apegada a derecho. 

Igualdad. Se deberá observar un tratamiento igualitario en el ejercicio de los derechos procesales de las partes, 
para que éstas actúen de la manera que estimen pertinente a sus intereses y cumplan las obligaciones legales que 
les correspondan en igualdad de condiciones, conforme a las disposiciones de esta ley. 

Publicidad. Las actuaciones y diligencias del proceso agrario serán públicas, salvo que la ley disponga lo contrario 
o así lo considere el tribunal con la finalidad de guardar el orden de las diligencias. 

Inmediación. Todas las audiencias deberán ser presididas por el magistrado agrario o por el secretario autorizado 
por el Tribunal Superior Agrario en los casos de habilitación, conforme lo establece la Ley Orgánica de los 
Tribunales Agrarios. Las actuaciones realizadas en contravención a esta disposición serán nulas. 

Concentración. Es responsabilidad del tribunal agrario lograr que la justicia sea pronta y expedita, para lo cual, 
con el consentimiento de las partes, proveerá lo necesario a fin de desahogar el mayor número de actuaciones 
procesales en una sola audiencia, cuando así lo permita la ley y sin perjuicio de los derechos de las partes. 

Gratuidad. Los servicios que proporcionen los tribunales agrarios serán gratuitos, con excepción del pago de 
derechos por la expedición de copias certificadas que se ajustarán a las disposiciones fiscales respectivas. 

Oralidad. Las actuaciones en el juicio agrario se realizarán en forma oral, con excepción de aquellas que requieren 
constancia escrita o que exijan determinadas formalidades, privilegiando la relación cara a cara entre el juzgador y 
las partes. 

Objetividad. Los tribunales buscarán la verdad material o histórica en los hechos y puntos controvertidos, 
proveyendo lo que fuere necesario sin lesionar el derecho de las partes, conforme al principio de igualdad procesal. 

Imparcialidad. El tribunal agrario deberá mantener siempre una posición equilibrada y ecuánime al justipreciar los 
hechos controvertidos que son puestos a su consideración, sin preferencias ni privilegios hacia ninguna de las 
partes. 

Sustentabilidad. El tribunal deberá vigilar que en sus resoluciones privilegien a conservar y preservar las tierras, 
bosques, aguas, paisaje y otros recursos naturales, cualquiera que sea el régimen de propiedad al que pertenezcan, 
tratando de evitar perjuicios al medio ambiente o al equilibrio ecológico y restaurar el entorno. 

Celeridad. El tribunal agrario está obligado a proveer las medidas que sean pertinentes para evitar retrasos 
innecesarios o acciones que operen contra la economía procesal, a fin de que la impartición de justicia agraria sea 
eficaz, eficiente y expedita. 



Dirección. Corresponderá al magistrado la conducción del proceso, quien deberá poner especial cuidado y empeño 
para alcanzar los principios enunciados, corregir desviaciones y obtener la verdad material o histórica de los 
hechos controvertidos. 

Itinerantica. Los tribunales unitarios podrán realizar sus funciones fuera de su sede, en las regiones o municipios 
ubicados dentro de su jurisdicción territorial, a fin de acercar la impartición de justicia agraria a los gobernados, 
conforme lo dispone la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios. 

Capítulo IIDe las Reglas Generales 

Sección Primera 
Facultades y Obligaciones de los Tribunales Agrarios 

Artículo 5. Los tribunales agrarios tienen las siguientes facultades y obligaciones: 

I. Conocer de los asuntos que se sometan a su jurisdicción salvo el caso de la incompetencia; 

II. Procurar que las partes en litigio se encuentren debidamente asesoradas por un experto en derecho; 

III. Examinar la demanda y su contestación y prevenir a las partes, en su caso, para subsanar las irregularidades que 
impidan la prosecución del juicio; 

IV. Observar los sistemas normativos de cada pueblo indígena mientras no contravengan lo dispuesto por la 
Constitución o por esta ley, ni se afecten derechos de terceros. El tribunal se asegurará de que los indígenas 
cuenten con traductores en caso que así se requiera; 

V. Decretar, de oficio o a petición de parte, las medidas precautorias tendientes a proteger los bienes y derechos en 
litigio, manteniendo las cosas en el estado en que se encuentren al momento de su conocimiento y salvaguardando 
los intereses colectivos e individuales de los núcleos agrarios o de sus integrantes; 

VI. Llamar de oficio a cualquier persona que pueda resentir perjuicio con la solución del juicio; 

VII. Girar oficios a las autoridades para que expidan documentos o apremiar a las partes o a terceros para que 
exhiban los que tienen en su poder y hacer comparecer a testigos, si el que la ofrece, bajo protesta de decir verdad, 
manifiesta no poder presentarlos; 

VIII. Suplir la deficiencia de las partes en sus planteamientos de derecho cuando se trate de núcleos de población 
ejidales o comunales, así como de ejidatarios, comuneros, posesionarios, avecindados y aspirantes a ellos; 

IX. Proveer la práctica, ampliación o perfeccionamiento de cualquier diligencia, siempre que sea conducente para 
el conocimiento de la verdad sobre los puntos cuestionados, sin lesionar el derecho de las partes, oyéndolas y 
procurando siempre su igualdad. 

Artículo 6. Los magistrados agrarios tienen el deber de mantener el buen orden, y de exigir que se les guarde el 
respeto y consideración debidos tanto a ellos como a los demás miembros del tribunal, por parte de los litigantes y 
personas que ocurran a los tribunales y sancionarán inmediatamente, con correcciones disciplinarias, cualquier acto 
que contravenga este precepto. Si algún acto llegare a constituir delito, se levantará acta circunstanciada y se 
consignará a la persona ante al ministerio público. 

La imposición de la corrección disciplinaria se decretará en cuaderno por separado. 

Artículo 7. Son correcciones disciplinarias: 



I. Apercibimiento; 

II. Multa que no exceda de diez salarios mínimos generales vigentes en la zona económica que corresponda; 

Artículo 8. Los tribunales, para hacer cumplir sus determinaciones, pueden emplear, a discreción, los siguientes 
medios de apremio: 

I. Multa hasta de veinte salarios mínimos generales vigentes en la zona económica que corresponda; 

II. El auxilio de la fuerza pública; y 

III. Arresto hasta por treinta y seis horas. 

Si fuere insuficiente el apremio, se levantará acta circunstanciada para consignar a la persona ante el ministerio 
público por el delito de desobediencia. 

Sección Segunda De las Formalidades, Actuaciones y Términos Judiciales 

Artículo 9. El despacho de los tribunales agrarios comenzará diariamente a las nueve de la mañana y continuará 
hasta la hora necesaria para concluir todos los negocios citados y que se hayan presentado durante el curso del día, 
pudiendo retirarse el personal, cuando fueren por lo menos las diecisiete horas. 

Las actuaciones ante los tribunales agrarios se efectuarán en días y horas hábiles, y en las actuaciones de los 
funcionarios agrarios no habrá días ni horas inhábiles. 

Los términos fijados por la presente ley, comenzarán a correr al día siguiente al en que surta efectos el 
emplazamiento o notificación, y se contará en ellos, el día del vencimiento. En ningún término se contarán los días 
en que no pueda tener lugar las actuaciones judiciales. 

Artículo 10. Los Tribunales Agrarios dejarán constancia en autos de todas sus actuaciones, interviniendo el 
Magistrado y el Secretario de Acuerdos, autorizando este último con su firma las actuaciones. 

Artículo 11. Las promociones de las partes y terceros, así como los informes y comunicaciones de las autoridades 
deberán presentarse por escrito en lengua española y deberá contener la firma autógrafa del promovente. 

En el caso de las promociones que presenten los pueblos o comunidades indígenas o los indígenas en lo individual, 
en su lengua, dialecto o idioma, no necesitarán acompañarse de su traducción al español. El Tribunal Agrario lo 
hará de oficio, con cargo a su presupuesto. 

Artículo 12. Para cada asunto se formará un expediente con los documentos relativos al mismo, que podrá ser 
consultado por cualquier persona que esté acreditada legalmente para ello; todas las actuaciones serán autorizadas 
por el magistrado del tribunal y el secretario de acuerdos, teniendo derecho los interesados de firmar o estampar su 
huella digital, si así lo desean en las actas de audiencia correspondientes. 

El tribunal en su primer auto solicitará a las partes autorización para hacer públicos sus nombres en caso de 
consultas previstas por la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental. Las 
partes pueden pedir en todo tiempo, a su costa, copias certificadas de cualquier constancia o documento que obre 
en los autos, la que les mandará expedir el tribunal, sin audiencia previa de las partes, siendo autorizada por el 
secretario de acuerdos. 

 



Artículo 13. Los documentos y objetos presentados por las partes les serán devueltos al terminar la audiencia sólo 
si así lo solicitan, tomándose razón de ello en el expediente, previa copia certificada que de los mismos se agreguen 
a los autos. Si la parte condenada manifestara su oposición a la devolución de las constancias, porque pretendiera 
impugnar la resolución por cualquier vía, el tribunal resolverá de plano y, en su caso, negará la devolución hasta la 
solución definitiva del asunto. 

Artículo 14. Para la facilidad y rapidez en el despacho, los emplazamientos, citatorios, órdenes, actas y demás 
documentos necesarios, se extenderán de preferencia en formatos impresos que tendrán los espacios que su objeto 
requiera y los cuales se llenarán haciendo constar en breve extracto claro y legible, lo indispensable para la 
exactitud y precisión del documento. 

Artículo 15. Los términos se contarán a partir del día siguiente de aquél en el que surta efectos la notificación 
correspondiente y se contarán en ellos completo el día de su vencimiento. 

En los términos no se computarán los días en que no labore el tribunal. 

Artículo 16. El juicio agrario caduca por la inactividad procesal o falta de promoción del actor durante el plazo de 
cuatro meses. No procederá la caducidad en caso de que la inactividad procesal se derive del silencio o falta de 
actuación del tribunal. 

Artículo 17. A falta de disposición expresa, será de aplicación supletoria el Código Federal de Procedimientos 
Civiles en todo lo que no se oponga directa o indirectamente a lo dispuesto por este ordenamiento y a la naturaleza 
y principios generales del juicio agrario; asimismo, se tomarán en consideración los principios generales de 
derecho y los de otros ordenamientos que regulen situaciones análogas, los de justicia social que deriven del 
artículo 27 de la Constitución, la jurisprudencia, tratados internacionales la costumbre y la equidad. 

Los usos, costumbres y especificidades culturales de los pueblos y comunidades indígenas serán aplicables en los 
términos del artículo 2º constitucional. 

Artículo 18. El tribunal podrá ordenar de oficio o a petición de parte y hasta antes de dictar sentencia, que se 
subsane toda omisión o irregularidad que se hubiere cometido en la substanciación del juicio con el único fin de 
regularizar el procedimiento. 

Artículo 19. Las diligencias que no puedan practicarse en el lugar de la residencia del tribunal en que se siga el 
juicio, deberán encomendarse al tribunal agrario correspondiente. 

Los exhortos y despachos se expedirán al día siguiente al en que cause estado el acuerdo que los prevenga. 

Los exhortos y despachos que se reciban, se acordarán dentro de los tres días siguientes a su recepción y se 
diligenciarán dentro de los cinco días siguientes. 

Artículo 20. Para el exacto desahogo de sus despachos, el Tribunal Superior Agrario puede encomendar la práctica 
de toda clase de diligencias a cualquier Tribunal Unitario Agrario, autorizándolo para dictar las resoluciones que 
sean necesarias para su cumplimiento. 

Artículo 21. Las autoridades administrativas de orden federal auxiliarán sin excusa alguna a los Tribunales 
Agrarios en la conciliación, ejecución de las sentencias que dicten y, en general, en la realización de las diligencias 
y actuaciones en que se requiera su participación. 

Artículo 22. Las cartas rogatorias se transmitirán por vía judicial, por intermedio de los funcionarios consulares o 
agentes diplomáticos o por la autoridad competente del Estado requerido según sea el caso. 



Las cartas rogatorias contendrán la petición a la autoridad competente para la realización de las actuaciones que el 
Tribunal estime necesarias dentro del juicio y los datos informativos relativos. 

El Tribunal que las expida acompañará las copias certificadas, cédulas, copias de traslado y demás anexos 
procedentes. 

Capítulo IVDe la Jurisdicción y Competencia 

Artículo 23. Son de jurisdicción federal agraria, todas las cuestiones que tiendan a garantizar la seguridad jurídica 
en la propiedad, posesión o disfrute de bienes y derechos agrarios, ya sean de carácter ejidal, comunal y de la 
pequeña propiedad; y en general, todas las cuestiones que tiendan a la administración de justicia agraria, tutelados 
por ésta y otras leyes relacionadas directamente con el régimen jurídico agrario. 

En los términos de los artículos 124 y 104, fracciones I y III, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, los pequeños propietarios y las sociedades y asociaciones integradas por éstos, podrán escoger a un 
tribunal agrario o a uno local, para que conozcan de las controversias que afecten la seguridad jurídica en la 
tenencia de sus tierras. 

Artículo 24. Los tribunales unitarios conocerán, por razón de territorio, de las acciones que se les presenten con 
relación a controversias que se susciten con motivo de la aplicación de esta Ley y de aquellas cuya aplicación 
afecte a los bienes, derechos y tierras de los sujetos agrarios, conforme a la competencia que les confiere este 
artículo. 

Los tribunales unitarios serán competentes para conocer: 

I. De las controversias por límites de terrenos entre núcleos de población ejidal o comunal, así como entre estos y 
pequeños propietarios, sociedades o asociaciones; 

II. De la restitución de tierras, bosques y aguas, a los núcleos de población ejidal o comunal, a pequeños 
propietarios, sociedades o asociaciones que hayan sido privados ilegalmente de sus propiedades o posesiones por 
actos de autoridades administrativas federales o locales, resoluciones de jurisdicción voluntaria, o por actos de 
particulares, en los términos del artículo 49 de esta ley; 

III. De las nulidades previstas en las fracciones VIII y IX del artículo 27 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, así como de los actos, acuerdos, decretos o resoluciones dictadas por las autoridades 
administrativas que constituyan, alteren, modifiquen o extingan un derecho o determinen la existencia de una 
obligación de los sujetos sometidos al régimen jurídico agrario; 

IV. De las omisiones en que incurran las autoridades agrarias y que deparen perjuicio a los sujetos que contempla 
esta Ley; 

V. De las controversias que se deriven con motivo de la expropiación de los bienes ejidales o comunales; así como 
de la reversión prevista en el artículo 97 de la Ley Agraria; 

VI. Del reconocimiento del régimen comunal y de la exclusión de pequeñas propiedades enclavadas en dichas 
tierras; 

VII. De las controversias derivadas de la constitución, funcionamiento y liquidación de las sociedades a las que se 
refiere esta ley; 

VIII. De las controversias relativas a terrenos baldíos y nacionales; 



IX. De las controversias que se susciten por actos o actividades que deterioren las tierras, bosques y aguas u otros 
recursos naturales propiedad de los núcleos agrarios, generando un daño patrimonial y un perjuicio a las 
características del ecosistema y equilibrio ecológico, así como aquellos que obstaculicen el oportuno 
aprovechamiento o explotación y realización de las actividades productivas de los núcleos agrarios; 

X. De las controversias que se susciten con motivo de los asentamientos humanos irregulares en tierras ejidales o 
comunales que no hayan salido del régimen agrario; 

XI. De las controversias que afecten los intereses colectivos de los núcleos agrarios; 

XII. De la nulidad de elección o remoción del comisariado ejidal o del consejo de vigilancia; 

XIII. De la nulidad del acuerdo de asamblea de admisión o separación de ejidatarios, posesionarios o avecindados; 

XIV. De controversias por derechos o posesiones entre ejidatarios, comuneros, posesionarios o avecindados entre 
sí; así como las que se susciten entre éstos y los órganos de representación del núcleo de población ejidal o 
comunal; 

XV. De la sucesión de derechos ejidales y comunales; 

XVI. De las controversias relativas a los contratos a que se refiere esta ley, celebrados individualmente por los 
integrantes de los núcleos agrarios; 

XVII. De los negocios de jurisdicción voluntaria en materia agraria; 

XVIII. De la prescripción y restitución de parcelas y de los solares urbanos que no hayan salido del régimen ejidal, 
en los términos que prevé esta ley; 

XIX. De los conflictos relacionados con la tenencia de la tierra en las colonias agrícolas o ganaderas que no hayan 
salido del régimen agrario; 

XX: De la homologación y ejecución de los laudos arbitrales y acuerdos de mediación a que se refiere esta ley, 
previa determinación de que se encuentran apegados a las disposiciones legales aplicables; y de la ratificación de 
los convenios de conciliación que se lleven a cabo fuera de juicio; y 

De los demás asuntos que determinen el régimen jurídico agrario. 

XXI. De toda controversia que se presente en la actuación de las figuras asociativas agrarias existentes 

XXII. De los conflictos relacionados con el uso y disposición de las aguas nacionales 

Artículo 25. El Tribunal Superior Agrario será competente para conocer: 

I. Del recurso de revisión en contra de sentencias dictadas por los tribunales unitarios en juicios que se refieran a 
controversias contenidas de la fracción I a la XI del artículo anterior; 

II. Del recurso de revisión en contra de sentencias dictadas por los tribunales unitarios en juicios que afectan el 
interés colectivo de los núcleos agrarios. 

Artículo 26. La competencia de los tribunales agrarios se determinará por la materia del asunto, el grado de la 
instancia y el territorio dentro del cual se ubiquen los bienes agrarios relativos. 



Artículo 27. Cuando el tribunal, al recibir la demanda o en cualquier estado del procedimiento agrario, se percate 
de que el litigio o asunto no litigioso no es de su competencia, en razón de corresponder a tribunal de diversa 
jurisdicción o competencia por razón de la materia, grado o territorio, suspenderá de plano el procedimiento y 
remitirá lo actuado al tribunal que considere competente. 

Lo actuado ante el tribunal incompetente será nulo de pleno derecho, salvo cuando se trate de incompetencia por 
razón de territorio. 

Las cuestiones de competencia podrán promoverse por declinatoria o por inhibitoria. 

Los conflictos de competencia territorial entre tribunales unitarios los resolverá el Tribunal Superior Agrario 
declarando competente al tribunal dentro de cuya jurisdicción se encuentra la zona urbana o el asentamiento 
principal del actor. 

Capítulo Impedimentos y Excusas 

Artículo 28. Asignada la competencia de un juez, magistrado o ministro, conocerá del caso, si no se encuentra 
comprendido en los siguientes casos de impedimento: 

I. Tener interés directo o indirecto en el negocio; 

II. Tener dicho interés su cónyuge, sus parientes consanguíneos en línea recta, sin limitación de grado, los 
colaterales dentro del cuarto y los afines dentro del segundo; 

III. Tener, el funcionario de que se trate, su cónyuge o sus hijos, relación de intimidad con alguno de los 
interesados, nacida de algún acto religioso o civil, sancionado o respetado por la costumbre; 

IV. Ser pariente, por consanguinidad o afinidad, del abogado o procurador de alguna de las partes en los mismos 
grados a que se refiere la fracción II; 

V. Ser, él, su cónyuge o alguno de sus hijos heredero, legatario, donante, donatario, socio, acreedor, deudor, fiado, 
fiador, arrendatario, arrendador, principal, dependiente o comensal habitual de alguna de las partes, o 
administrador actual de sus bienes; 

VI. Haber hecho promesas o amenazas, o manifestado de otro modo su odio o afecto por alguno de los litigantes; 

VII. Haber asistido a convites que diere o costeare especialmente para él alguno de los litigantes, después de 
comenzado el negocio, o tener mucha familiaridad con alguno de ellos, o vivir con él, en su compañía, en una 
misma casa; 

VIII. Admitir, él, su cónyuge o alguno de sus hijos, dádivas o servicios de alguna de las partes, después de 
empezado el negocio; 

IX. Haber sido abogado o procurador, perito o testigo, en el negocio de que se trate; 

X. Haber, por cualquier motivo externado, siendo funcionario judicial, su opinión, antes del fallo; 

XI. Haber conocido como juez, magistrado o ministro, árbitro o asesor; resolviendo algún punto que afecte el 
fondo de la cuestión, en la misma instancia o en alguna otra; 

XII. Seguir, él o alguna de las personas de que trata la fracción II, contra alguna de las partes, un proceso civil, 
como actor o demandado, o una causa criminal, como acusador, querellante o denunciante; 



XIII. Haber sido, alguna de las partes o sus abogados o patronos, denunciante, querellante o acusador del 
funcionario de que se trate o de alguna de las personas mencionadas en la fracción II; 

XIV. Ser, él o alguna de las personas de que trata la fracción II, contrario de cualquiera de las partes, en negocio 
administrativo que afecte sus derechos; 

XV. Seguir, él o alguna de las personas de que trata la fracción II, algún proceso civil o criminal en que sea juez, 
agente del Ministerio Público, árbitro o arbitrador, alguno de los litigantes; 

XVI. Ser tutor o curador de alguno de los interesados, y 

XVII. Estar en una situación que pueda afectar su imparcialidad en forma análoga o más grave que las 
mencionadas. 

Artículo 29. Lo dispuesto en el artículo 28 es aplicable a los secretarios y ministros ejecutores. 

Artículo 30. No es aplicable a los jueces, magistrados o ministros, lo dispuesto en el artículo 28, en los siguientes 
casos: 

I. En las diligencias preparatorias del juicio o de la ejecución; 

II. En la cumplimentación de exhortos o despachos; 

III. En las diligencias de mera ejecución, entendiéndose por tales aquellas en las que el tribunal no tenga que 
resolver cuestión alguna de fondo; 

IV. En las diligencias precautorias, y 

V. En los demás casos que no radiquen jurisdicción ni entrañen conocimiento de causa. 

Artículo 31. Los ministros, magistrados, jueces, secretarios y ministros ejecutores tienen el deber de excusarse del 
conocimiento de los negocios en que ocurra alguno de los impedimentos señalados en el artículo 28, expresando 
concretamente en qué consiste el impedimento. 

Artículo 32. Si el impedimento está comprendido en cualquiera de las dieciséis primeras fracciones del artículo 39, 
la resolución en que el juez, magistrado o ministro se declare impedido, será irrevocable, y, en su lugar, conocerá 
del negocio quien deba substituir al impedido conforme a la Ley Orgánica. 

En los casos de las mismas fracciones, si el impedido fuese el Secretario o ministro ejecutor, propondrá su excusa 
al tribunal que conozca del negocio, para que resuelva quién debe substituirlo. 

Artículo 33. Si el impedimento se fundase en la fracción XVII del artículo 28, sólo será irrevocable la resolución si 
se conformaren con ella las partes; en caso contrario, resolverá la oposición quien deba conocer de la excusa, 
conforme a la Ley Orgánica, acompañando, para el efecto, un informe sobre el particular, el excusado. 

Con el informe del que se declaró impedido y con el escrito de oposición, resolverá el tribunal, y remitirá, en su 
caso, los autos, a quien deba conocer, según el sentido de su resolución. 

Si la excusa fuere de un magistrado del Tribunal Superior Agrario, se procederá, desde luego a substituirlo en el 
conocimiento del negocio, en los términos de la mencionada Ley Orgánica, sin admitirse oposición de las partes. 



Si la excusa fuere de un secretario o ministro ejecutor, la propondrá al tribunal del conocimiento, el que, con 
audiencia de las partes, resolverá si se acepta o no, designando, en caso afirmativo, a quien deba substituir al 
impedido. 

Artículo 34. Entretanto se resuelve una excusa, quedará en suspenso el procedimiento. 

La resolución que decida una excusa no es recurrible. 

Capítulo VIDe las Partes 

Artículo 35. Es parte en el juicio quien tenga interés en que la autoridad judicial agraria declare o constituya un 
derecho o imponga una condena, y quien tenga el interés contrario. 

Artículo 36. Son partes en el juicio agrario: 

I. El actor. Es la persona física o moral que acredite su interés jurídico en el proceso y ejercite alguna acción 
agraria; 

II. El demandado. Es la persona física o moral en contra de la cual el actor haya ejercitado la acción agraria y que 
puede oponer excepciones. 

Es tercero con interés aquel que mantenga una relación jurídica con alguna de las partes en juicio sobre los bienes o 
derechos en litigio, siempre que pueda resentir algún perjuicio con el fallo que en su oportunidad se emita. Si el 
tercero interesado coadyuva con alguna de las partes, deben litigar unidos y nombrar un representante común. 

Artículo 37. Las partes en juicio o los promoventes en un procedimiento no litigioso, tendrán derecho a: 

I. Exigir al tribunal agrario que cumpla los plazos y términos que marca esta ley, mediante la excitativa de justicia, 
conforme el procedimiento que establecen la Ley Orgánica y el Reglamento Interior de los Tribunales Agrarios; 

II. Tener acceso al expediente agrario por sí o por conducto de sus autorizados para ello; 

III. Obtener, a su costa, copias certificadas de los documentos que integren el expediente del juicio; 

IV. Plantear los impedimentos que a su juicio, el magistrado agrario tenga para el conocimiento y resolución del 
asunto, conforme al procedimiento establecido en la Ley Orgánica y el Reglamento Interior de los Tribunales 
Agrarios 

V. Los demás derechos que les confieran esta ley y otras leyes relacionadas con el régimen jurídico agrario. 

Artículo 38. Las partes en juicio o los promoventes en un procedimiento no litigioso tendrán las obligaciones 
siguientes: 

I. Cumplir con la normatividad procesal agraria y con los requerimientos del tribunal, para la correcta prosecución 
del juicio; 

II. Conducirse con probidad y respeto en el desarrollo del proceso, con su contraparte, y con los servidores 
judiciales agrarios. 

III. Abstenerse de interponer actuaciones, incidentes o recursos maliciosos o notoriamente improcedentes, que 
obstaculicen el proceso agrario. Cuando se advierta que una de las partes promovió con el propósito de retrasar la 
solución del asunto, entorpecer u obstaculizar la actuación de la autoridad judicial, se le impondrá a dicho 



promovente o a sus representantes legales, o a ambos una multa en términos del artículo 167 de este Libro, 
tomando en cuenta las circunstancias del caso. 

Artículo 39. El juicio se interrumpirá por fallecimiento de alguna de las partes durante el tiempo indispensable 
para que se apersonen en el juicio, el causahabiente del finado o el representante de la sucesión. 

También se interrumpirá al fallecimiento del representante procesal de una parte, a fin de que se provea su 
sustitución, en un término prudente que será fijado por el propio tribunal. 

Capítulo VIIDe la Capacidad, Representación y Personalidad 

Sección Primera 
De la Capacidad 

Artículo 40. Los núcleos agrarios tendrán capacidad de ejercicio, la que ejercerán a través del comisariado ejidal o 
de bienes comunales, quien actuará de manera conjunta, salvo que exista acuerdo de asamblea general que autorice 
su representación por uno de los integrantes de sus comisariados. 

La facultad de otorgar poderes o mandatos a favor de terceros corresponde exclusivamente a la asamblea general. 

Artículo 41. Los ejidatarios, comuneros, avecindados y posesionarios cuentan con capacidad para ejercitar sus 
derechos individuales sin que se requiera la conformidad de la asamblea general. 

Para efectos de la representación del ejido o comunidad, los integrantes de los comisariados no requieren de 
acuerdo de asamblea general que les autorice a ejercitar acción en defensa de los derechos del propio núcleo. 

Artículo 42. En aquellos casos en que se controvierte el régimen de propiedad ejidal o comunal o que pueda haber 
una afectación al interés colectivo, el comisariado ejidal o de bienes comunales no podrá desistirse, allanarse o 
firmar convenio que resuelva el fondo del juicio, sin previo consentimiento de la Asamblea. 

Sección Segunda 
De la Representación 

Artículo 43. Podrán actuar en el juicio los directamente interesados y sus representantes o apoderados legales. En 
cualquier caso, los efectos procesales serán los mismos. 

Artículo 44. Cuando se afecte el interés colectivo del ejido, comunidad o sociedad rural y el comisariado o consejo 
de administración sean omisos en ejercitar su defensa, conforme a las atribuciones señaladas en el artículo anterior, 
cualquier ejidatario o comunero o un grupo de ellos, podrán ejercer la representación sustituta del núcleo. 

El comisariado o consejo de administración será omiso: 

I. Cuando exista la presunción fundada de que no ejercitará la acción correspondiente dentro del término legal; 

II. Cuando la acción no tenga plazo legal y el comisariado no la ejercite dentro del término de noventa días, 
transcurridos a partir del momento en que se tenga conocimiento de la afectación del interés colectivo. 

Para que esta representación opere, el representante substituto deberá: 

I. Hacer valer en juicio los derechos colectivos del núcleo agrario correspondiente o de la sociedad rural; 



II. Indicar con claridad que su intención es la de asumir la representación del núcleo agrario o sociedad rural en 
defensa de sus intereses colectivos y ejercitar las acciones y recursos correspondientes, debido a la actitud omisa 
del órgano de representación, y 

III. Acreditar de manera fehaciente la calidad de ejidatario o comunero del núcleo agrario en cuyo nombre actúe. 

IV. Acreditar la calidad de socio de la sociedad rural en cuyo nombre actué 

Admitida la demanda se dará vista a la Asamblea para que ratifique o desista de la acción intentada. 

Cuando se trate de núcleos agrarios bastará el acuerdo de asamblea que conste en el acta respectiva y tratándose de 
ejidatarios, comuneros, sucesores de unos u otros, posesionarios y avecindados, la representación se podrá otorgar 
mediante carta poder firmada ante dos testigos. 

Artículo 45. Cuando se afecte el interés colectivo de alguna sociedad de producción rural y el Consejo de 
Administración sea omiso en ejercitar su defensa, conforme a las atribuciones señaladas en el artículo anterior, 
cualquier socio o un grupo de ellos, podrán ejercer la representación sustituta del núcleo, entendiéndose las mismas 
circunstancias que para el artículo anterior. 

Artículo 46. El asesor legal de los ejidatarios, comuneros o núcleos agrarios, socios, deberá actuar siempre en 
favor de los intereses de sus representados y para tal propósito, podrán promover todos los medios de impugnación 
y ejercitar las acciones y defensas procedentes que la ley establece. 

Artículo 47. El tribunal no admitirá ningún desistimiento, allanamiento, transacción, convenio de conciliación o 
cesión de bienes que afecten los intereses de sus representados, sin la ratificación expresa de éstos; tratándose de 
los núcleos agrarios, se requerirá el consentimiento de la asamblea. 

Artículo 48. Siempre que dos o más personas ejerciten la misma acción u opongan idéntica excepción en un 
mismo juicio, deberán litigar unidas y con una representación común, salvo que los colitigantes tengan intereses 
opuestos. 

El representante común tendrá todas las facultades y obligaciones de un mandatario judicial. 

Artículo 49. Las personas físicas o morales podrán ser representadas ante los Tribunales Agrarios mediante 
apoderado general o especial que designen en términos de las leyes que regulen su constitución y funcionamiento, 
quien deberá acreditar su nombramiento con el documento legal que corresponda. 

Si se trata de la parte actora, el nombramiento de representante común deberá hacerse en el escrito de demanda o al 
inicio de la audiencia de ley. En el caso de la demandada, el nombramiento se hará en el escrito de contestación o 
en la audiencia a que se ha hecho mención. Si el nombramiento no lo hacen las partes con la oportunidad señalada, 
el Tribunal Agrario lo hará escogiendo de entre los propios interesados. 

El representante común tendrá los derechos, obligaciones y responsabilidades inherentes a todo mandatario 
judicial. 

Artículo 50. La designación del representante común surtirá efectos a partir del acuerdo del Tribunal Agrario, el 
cual sólo por excepción se dictará al inicio de la audiencia del procedimiento de que se trate. 

Las partes podrán revocar en cualquier momento la designación de representante común, siempre que la promoción 
sea suscrita por la mayoría de los actores o demandados. 

Sección Tercera 
De la Personalidad 



Artículo 51. Los ejidatarios y los comuneros acreditarán su personalidad con cualquiera de los siguientes 
documentos: 

I. Certificado parcelario o de derechos agrarios; 

II. Certificado de terrenos de uso común; 

III. Títulos de propiedad 

IV. Certificado de miembro de comunidad; 

V. Acta de asamblea donde se le haya reconocido tal carácter. 

VI. Constancia que expida el Registro Agrario Nacional; 

VII. Resolución agraria; y 

VIII. Cualquier otro documento fehaciente. 

Artículo 52. Los posesionarios y los avecindados acreditarán su personalidad con el acta de asamblea o sentencia 
del tribunal agrario que les reconoció dicha calidad, el certificado que les haya expedido el Registro Agrario 
Nacional o cualquier otro documento que haga prueba fehaciente. 

Artículo 53. Los pequeños propietarios, los colonos, los poseedores a título de dueño, así como los de terrenos 
nacionales, las sociedades propietarias de tierras y las demás figuras asociativas, acreditarán su personalidad con 
los títulos, escrituras constitutivas o cualquier otro documento que establezca la ley y que a juicio del tribunal sea 
suficiente. 

Artículo 54. La personalidad de los integrantes de los órganos de representación y vigilancia de los núcleos 
agrarios se acreditará con el original o copia certificada del acta de asamblea en la que hayan sido electos para sus 
respectivos cargos o con las credenciales o constancias que expida el Registro Agrario Nacional. No podrá 
desconocerse su personalidad, aun cuando haya vencido el término para el que fueron electos, si no se ha hecho 
nueva elección y se acredita ésta en la forma antes indicada. 

Artículo 55. La personalidad de las partes en el juicio agrario será acreditada, a más tardar, al inicio de la 
audiencia de ley. De no acreditar el actor su personalidad, el Tribunal Agrario deberá prevenirlo para que lo haga 
en el término de cinco días; de no hacerlo, se desechará la demanda. En el supuesto de que se trate de la parte 
demandada, se tendrá por no contestada la demanda. Cuando se trate de núcleos agrarios o sus integrantes, éstos 
deberán demostrar al magistrado que el medio de acreditación de la personalidad no se les ha expedido por el 
órgano, la entidad o la autoridad competente, en cuyo caso, el tribunal deberá solicitar a las mismas la constancia 
correspondiente. 

Artículo 56. Todas las personas físicas que acrediten algún carácter ante los Tribunales Agrarios, además de la 
documentación señalada en los artículos que anteceden, se identificarán mediante credencial expedida por el 
Registro Agrario Nacional, credencial de elector o cualquier otro documento oficial vigente con fotografía, a 
satisfacción del Tribunal. 

Artículo 57. Las personas físicas que no puedan acreditar de manera documental el carácter con el que se ostenten 
ante los Tribunales Agrarios, podrán hacerlo mediante otras pruebas que a juicio del tribunal sean suficientes para 
dicho fin, siempre y cuando establezcan las causas de la imposibilidad para hacerlo en términos de las 
disposiciones anteriores. 



Artículo 58. Las personas morales acreditarán su personalidad con los documentos públicos que establezcan las 
leyes conforme a las cuales fueron constituidas. 

Artículo 59. Las personas físicas que se encuentren en el extranjero, acreditaran su personalidad en documento a 
través de persona que cuente con poder a su favor realizado ante el cónsul y/o autoridad mexicana en el extranjero. 

Artículo 60. Las autoridades y los servidores públicos en general acreditarán su carácter con la constancia de su 
nombramiento. 

Capítulo VIIDe los incidentes 

Artículo 61. Los incidentes se tramitarán dentro del expediente principal donde se promueve, salvo los casos 
previstos en esta Ley. 

Artículo 62. Se tramitarán como incidentes de previo y especial pronunciamiento las siguientes cuestiones. 

I. Nulidad; 

II. Competencia; 

III. Personalidad; 

IV. Acumulación; y 

V. Excusas. 

Artículo 63. Los incidentes, cualquiera que sea su naturaleza, se tramitarán verbalmente en las audiencias o por 
escrito, según se dispone en los siguientes artículos. 

Artículo 64. Cuando en el desarrollo de alguna audiencia se interponga en forma verbal, un incidente relacionado 
con los actos sucedidos en la misma, el tribunal dará vista a la contraria para que en el mismo acto, de modo verbal 
manifieste lo que a su derecho convenga. Acto seguido se resolverá por el juez, el fondo de lo planteado. Las partes 
no podrán hacer uso de la palabra por más de quince minutos, tanto al interponer como al contestar estos 
incidentes. En este tipo de incidentes no se admitirán más prueba que la documental que se exhiba en el acto 
mismo de la interposición y desahogo de la contraria, la instrumental de actuaciones y la Presuncional. 

Artículo 65. Cuando en una audiencia o diligencia se promueva incidente de competencia, se sustanciará de 
inmediato oyendo a las partes y se resolverá, continuándose el procedimiento. 

En los demás casos a que se refiere el artículo anterior se resolverá conforme a las reglas siguientes: 

I. Promovido el incidente, el tribunal correrá traslado a la contraparte por el término de tres días hábiles, contados a 
partir del día siguiente al en que surta efectos su notificación, para que manifieste lo que a su derecho convenga. 

II. Desahogada la vista, el tribunal se allegara de los elementos de juicio para emitir la resolución correspondiente 
la que no excederá de cinco días hábiles; y 

III. Transcurrido el término de la vista, si la contraparte no promueve, el tribunal resolverá de plano el incidente. 

Capítulo IDe las Diligencias Precautorias y Suspensión de Actos de Autoridad 



Artículo 66. Los tribunales agrarios proveerán, a petición de parte, las diligencias precautorias necesarias para 
mantener la situación de hecho existente y conservar la integridad de la materia del litigio, con el objeto de 
proteger a los interesados en los bienes y derechos agrarios controvertidos. 

Las medidas precautorias se decretarán de oficio únicamente cuando pueda verse afectado el interés colectivo de 
los núcleos agrarios. 

Las medidas precautorias, únicamente pueden ser decretadas una vez iniciado el juicio y hasta antes de dictarse la 
sentencia. 

Artículo 67. Al resolver sobre el otorgamiento o la negativa de una medida precautoria, el tribunal deberá: 

I. Apreciar su necesidad y disponerla de manera total o parcial, pudiendo diferir su aplicación y ordenar su 
sustitución o cese; 

II. Establecer con precisión su alcance y sus limitaciones; y 

III. Determinar su vigencia y las demás modalidades que estime aplicables para asegurar los efectos de la medida 
sobre el fondo del asunto. 

Artículo 68. La suspensión de actos de autoridad en materia agraria podrá decretarse de oficio o a petición de parte 
cuando el acto, de llegar a consumarse, haga imposible volver las cosas al estado en que se encontraban. 

Promovida la suspensión, el tribunal pedirá informe a la autoridad correspondiente, quien deberá rendirlo dentro 
del término de setenta y dos horas, transcurrido el cual, se resolverá de plano lo relativo a la suspensión; en su caso, 
se notificará de inmediato a la autoridad para su cumplimiento. 

Los efectos de la suspensión únicamente consistirán en ordenar que cesen los efectos del acto y se mantengan las 
cosas en el estado en que se encuentran hasta en tanto se resuelva en definitiva el juicio, siempre y cuando no se 
siga perjuicio al interés general, ni se contravengan disposiciones de orden público. Al conceder la suspensión, el 
tribunal procurará fijar la situación en que habrán de quedar las cosas y tomará las medidas pertinentes para 
conservar la materia del juicio hasta su terminación definitiva. 

Artículo 69. En los casos en que proceda la suspensión pero pueda ocasionar daño o perjuicio a tercero, se 
concederá si el peticionario otorga garantía bastante para reparar el daño e indemnizar los perjuicios que con ellos 
se causaren si no obtuviese sentencia favorable en el juicio. 

La fijación de la garantía la determinará el tribunal tomando en consideración las condiciones económicas de las 
partes y el valor objetivo de los bienes y derechos controvertidos. 

La parte contraria a la que haya obtenido la suspensión podrá solicitar al Magistrado que le fije una contragarantía 
que permita la ejecución de los actos impugnados, siempre y cuando el procedimiento no quede sin materia. 

La contragarantía deberá ser suficiente para volver las cosas al estado que guardaban antes de la petición de 
suspensión. 

No se admitirá contragarantía cuando de ejecutarse el acto reclamado quede sin materia el juicio. 

Artículo 70. La garantía y la contragarantía se harán efectivas a través del incidente de daños y perjuicios, en el 
que el promovente deberá acreditar haber sufrido unos u otro o ambos. 



El incidente deberá promoverse dentro de los seis meses siguientes al día en que se notifique a las partes que la 
sentencia que resuelva el fondo del asunto ha causado ejecutoria. En caso contrario, el Tribunal pondrá a 
disposición del otorgante la garantía o contragarantía presentada y autorizará su cancelación. 

Título Segundo 
Del Juicio Agrario 

Capítulo IDe la Demanda 

Artículo 71. El actor puede presentar su demanda por escrito o por comparecencia, en cuyo caso se solicitará a la 
Procuraduría Agraria coadyuve en su formulación por escrito de manera clara y concisa. En su actuación, dicho 
organismo se apegará a los principios de objetividad e imparcialidad debidas y deberá suplir la deficiencia de los 
planteamientos de la demanda. 

Artículo 72. La demanda contendrá: 

I. El tribunal ante el cual se promueve; 

II. El nombre del actor, el domicilio para recibir notificaciones en la sede del tribunal y las personas autorizadas 
para tal efecto; 

III. El nombre del demandado y el domicilio donde deberá ser emplazado; 

IV. Los hechos en que el actor funde su petición, narrándolos sucintamente con claridad y precisión; 

V. Las pretensiones materia u objeto de su demanda; 

VI. El nombre y domicilio de los terceros interesados, expresando las razones por las que se les imputa dicho 
carácter; y 

VII. Los fundamentos de derecho en que sustente su acción y pretensión; 

En caso de que el actor no sepa o no pueda firmar, asentará su huella digital, a cuya elección, contendrá, además a 
su ruego, la firma de un tercero. 

Artículo 73. Con la demanda deberán acompañarse las copias necesarias para el traslado y presentar los 
documentos en que funde su acción. Si no los tuviere a su disposición, señalará el archivo, la dependencia o lugar 
en que se encuentren, acreditando que hizo solicitud previa a la interposición de la demanda, a efecto de que el 
tribunal requiera la expedición de las copias certificadas, a costa del solicitante. 

Con la demanda deberá ofrecer y acompañar las pruebas de su parte, las que presente después no le serán 
admitidas, con excepción de aquellas que sean de fecha posterior a la presentación de su demanda y las que sean 
anteriores, siempre y cuando declare, bajo protesta de decir verdad, que no tenía conocimiento de ellas. 

Artículo 74. La demanda podrá ser aclarada o ampliada dentro de los cinco días hábiles a su interposición, la que 
estará condicionada a la aparición de nuevos elementos relacionados con el ejercicio de la acción. 

Artículo 75. Presentada la demanda el tribunal la examinará y si hubiera imprecisiones en la misma u omisiones de 
alguno de los requisitos previstos legalmente, prevendrá al promovente para que las subsane dentro del término de 
ocho días a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación; transcurrido el cual, si nada manifestare 
el promovente o la prevención no fuera desahogada en los términos requeridos, se estará a lo siguiente: 



Si la demanda carece de firma, nombre, hechos, pretensiones o fundamentos de derecho, se tendrá por no 
interpuesta, quedando a disposición del promovente los documentos aportados, previa razón que obre en autos, y se 
ordenará archivar el expediente como concluido, dejando expedito el derecho del interesado para promoverla 
nuevamente. 

Si no se exhiben las pruebas documentales que hubiere ofrecido, sin que señale la causa, se tendrán por no 
ofrecidas; lo mismo sucederá si no acompaña a la prueba pericial el interrogatorio correspondiente y, tratándose de 
la prueba confesional, el pliego de posiciones respectivo. 

Artículo 76. En el auto que admita la demanda se hará constar de manera clara y concisa lo siguiente: 

I. Número de expediente con el que se radica; 

II. Nombre del actor y el carácter con el que comparece; 

III. Fecha de presentación de la demanda; 

IV. Prestaciones que se reclaman; 

V. Nombre, carácter y domicilio del demandado; 

VI. Nombre y domicilio de los terceros interesados, expresando las razones por las que se les imputa dicho 
carácter; 

VII. Fecha, hora y lugar de la audiencia, y 

VIII. Requerimiento al actor de: 

a. Presentar en la audiencia a los testigos y peritos que deseen ofrecer como prueba de los hechos en que funden 
sus acciones o excepciones; 

b. Asistir legalmente asesorado o en su defecto, acudir a la Procuraduría Agraria a solicitar que se le brinde el 
servicio correspondiente. 

Artículo 77. Procede el desistimiento de la prosecución del juicio, siempre y cuando sea aceptado por la parte 
demandada. No es necesaria la aceptación cuando el desistimiento se verifica antes de que se corra traslado de la 
demanda. 

Tratándose de acciones ejercitadas por un núcleo ejidal o comunal, en los que se involucren los intereses colectivos 
de éstos, dicho desistimiento deberá ser aprobado por la asamblea general. 

Capítulo IIDel Emplazamiento y las Notificaciones 

Artículo 78. Una vez admitida la demanda, se emplazará al demandado para que la conteste a más tardar el día de 
la celebración de la audiencia. Al emplazamiento se anexará copia del auto de admisión, de la demanda y de los 
documentos fundatorios de la acción, debiendo advertir que en la audiencia se presentarán a los testigos y peritos y 
se desahogarán las pruebas, salvo aquellas que por su naturaleza no puedan ser sustanciadas, en cuyo caso se 
diferirá la audiencia y el tribunal señalará nueva fecha para su realización. 

De igual forma, en el emplazamiento se apercibirá al demandado que de no contestar en el término señalado, se le 
tendrá por confeso de los hechos que la parte actora le impute directamente. 



Artículo 79. El emplazamiento se efectuará al demandado en el lugar que el actor designe para ese fin, y que podrá 
ser: 

I. El domicilio del demandado, su finca, su oficina, o principal asiento de negocios o el lugar en que labore; o 

II. Su parcela u otro lugar que frecuente y en que sea de creerse que se halle al practicarse el emplazamiento. 

Los peritos, testigos y terceros pueden ser citados por cualquier medio fidedigno, cerciorándose quien practique la 
diligencia, de la exactitud de la dirección de la persona citada 

Artículo 80. Las partes o promoventes podrán acompañar al funcionario agrario encargado de realizar el 
emplazamiento o notificación para facilitar la diligencia. 

Artículo 81. Si el Actuario no encuentra al demandado en cualquiera de los lugares señalados en el artículo 
anterior, deberá cerciorarse de manera fehaciente de que el domicilio señalado corresponde a éste, en cuyo caso 
dejará cédula de emplazamiento con una persona de la confianza del demandado que atienda la diligencia, a quien 
se le entregará la cédula del emplazamiento, con la copia de la demanda y sus anexos, surtiendo así sus efectos el 
emplazamiento. 

Artículo 82. Al practicarse el emplazamiento se recabará el acuse de recibo y si la persona que debiera firmar no 
supiere o no pudiere hacerlo, será firmado en su nombre por alguna otra persona presente, asentándose el nombre e 
identificación de la persona con quien haya practicado el emplazamiento y levantándose acta circunstanciada que 
será agregada al expediente. 

Artículo 83. Previa certificación del Actuario de que no pudo hacer el emplazamiento al demandado en los lugares 
señalados por el actor, y habiendo comprobado fehacientemente que no tiene domicilio fijo o se ignora donde se 
encuentra, el tribunal acordará que el emplazamiento se haga por edictos a costa del demandante. 

Los edictos contendrán una breve síntesis de la demanda y del emplazamiento y se publicarán por dos veces dentro 
de un plazo de diez días, en uno de los diarios de mayor circulación en la región en que esté ubicado el inmueble 
relacionado con el procedimiento agrario, así como en la Presidencia Municipal que corresponda y en los estrados 
del tribunal. 

La notificación practicada en la forma antes prevista surtirá efectos una vez trascurridos quince días a partir de la 
fecha de la última publicación. 

Si llegada la audiencia el demandado no comparece, por sí o por apoderado, se seguirá el juicio, haciéndosele las 
ulteriores notificaciones por rotulo, que se fijará en los estrados del tribunal, debiendo contener una síntesis de la 
determinación judicial que ha de notificarse. 

Artículo 84. Quienes comparezcan ante los tribunales agrarios deberán señalar domicilio en la primera diligencia 
judicial en que intervengan, o en el primer escrito, el cual deberá estar ubicado en la población en que tenga su 
sede el tribunal respectivo. Cuando se trate de notificaciones personales, en caso de que el interesado o su 
representante no estén presentes en el domicilio señalado, éstas se harán por instructivo, sin necesidad de citatorio 
previas, elaborando la razón correspondiente. Las notificaciones personales así practicadas surtirán efectos legales 
plenos. 

Mientras una de las partes no formule nueva designación del domicilio en que han de hacérsele las notificaciones, 
aún las personales, éstas seguirán haciéndosele en el domicilio que para ello hubiere señalado, a menos que las 
personas indicadas ocurran espontáneamente al tribunal a notificarse. Cuando no se señale domicilio para recibir 
notificaciones, aún las personales, se harán en los estrados del tribunal. 

Artículo 85. Serán personales las notificaciones siguientes: 



I. La admisión, prevención y desechamiento de la demanda; 

II. El emplazamiento a juicio al demandado y en todo caso que se trate de la primera notificación del juicio; 

III. El auto que decrete medidas precautorias o suspensión de actos de autoridad; como el que resuelva un 
incidente; 

IV. La reanudación del procedimiento cuya sustanciación estuviera interrumpida o suspendida por cualquier causa 
legal, y la reposición del mismo, ordenada por resolución judicial; 

V. Los casos que el tribunal estime urgentes o que por alguna circunstancia considere que las notificaciones deban 
ser personales; 

VI. Las sentencias y los autos que pongan fin al juicio; y 

VII. Aquellas otras que la ley así lo ordene. 

Artículo 86. La cédula de notificación deberá ser legible y contener como mínimo: 

I. Lugar, hora y fecha en que se practique la notificación; 

II. Número del expediente y nombre del actor y del demandado; 

III. Nombre y domicilio de las personas que deban ser notificadas; 

IV. Copia legible de la resolución o acuerdo del Tribunal y de la documentación para el traslado en su caso, y 

V. Nombre y firma de quien notifica. 

Artículo 87. Las notificaciones realizadas en contravención a los requisitos establecidos en este ordenamiento 
serán nulas, podrá la parte agraviada promover incidente sobre declaración de nulidad de lo actuado, desde la 
notificación hecha indebidamente u omitida. 

Este incidente no suspenderá el curso del procedimiento, y, si la nulidad fuere declarada, el tribunal determinará, 
en su resolución, las actuaciones que son nulas, por estimarse que las ignoró el que promovió el incidente de 
nulidad, o por no poder subsistir, ni haber podido legalmente practicarse sin la 

Existencia previa y la validez de otras. Sin embargo, si el negocio llegare a ponerse en estado de fallarse, sin 
haberse pronunciado resolución firme que decida el incidente, se suspenderá hasta que éste sea resuelto. 

Artículo 88. Si la persona notificada indebidamente o no notificada se hace sabedora de la providencia y 
comparece a juicio, la notificación irregular u omitida surtirá sus efectos, como si hubiese sido hecha con arreglo a 
la ley. 

Las irregularidades relativas deberán ser reclamadas en la actuación siguiente y de lo contrario quedarán 
convalidadas. 

Capítulo III De la Contestación de la Demanda 

Artículo 89. El demandado, por sí o por conducto de su apoderado, podrá contestar las pretensiones del actor 
negándolas, allanándose total o parcialmente, oponiendo excepciones o reconviniendo. 



La contestación deberá producirse a más tardar el día de celebración de la audiencia, pudiendo hacerla por escrito o 
mediante comparecencia; en este último caso, el tribunal solicitará a la Procuraduría Agraria que coadyuve en su 
formulación por escrito en forma clara y concisa. En su actuación dicho organismo se apegará a los principios de 
objetividad e imparcialidad debidas. 

Artículo 90. La contestación de demanda debe contener lo siguiente: 

I. Tribunal ante el cual se promueve; 

II. Nombre del demandado y el domicilio para recibir y oír notificaciones en la población en donde tenga su sede el 
tribunal, así como los nombres de las personas autorizadas para ello; 

III. Referencia a todos y cada uno de los hechos comprendidos en la demanda, pudiendo afirmarlos, negarlos, 
señalar los que ignore por no ser propios o narrarlos como crea que tuvieron lugar; 

IV. Excepciones y defensas, así como la reconvención en contra del actor en el principal, la cual deberá reunir los 
requisitos establecidos y los fundamentos de derecho que las sustenten; y 

V. Pruebas que considere necesarias para su defensa. 

Artículo 91. Si el demandado opusiere reconvención en contra del actor en el principal, lo hará precisamente al 
contestar la demanda y nunca después, debiendo contener los requisitos establecidos en el artículo 90 de esta ley. 

A la demanda reconvencional deberán acompañarse las copias para traslado necesario, así como el ofrecimiento de 
las pruebas en que sustente su pretensión. 

Con las copias de traslado se notificará a la parte demandada reconvencional para que dé contestación en el 
término de diez días hábiles, excepto cuando el reconvenido manifieste su conformidad de contestar la demanda 
reconvencional en la misma audiencia, en ese caso proseguirá el juicio. 

Artículo 92. El demandado podrá confesar la demanda en todas o en algunas de sus partes. 

Para que la confesión de la demanda sea válida, deberá: 

I. Ser expresada por el titular del derecho controvertido; 

II. Ser verosímil a juicio del magistrado; 

III. Estar apegada a derecho; 

IV. Estar vinculada a otros elementos de prueba apreciables en ese momento procesal; y 

V. Ser explicado a las partes por el magistrado, en todas sus consecuencias. 

Cuando dicha confesión, a juicio del magistrado, sea válida, citará a las partes para oír sentencia; en caso contrario 
se continuará con la audiencia de ley. En caso de ausencia del demandado se procederá aplicar el artículo 180 de la 
Ley Agraria vigente: 

Artículo 93. No será válida la confesión formulada por el representante o apoderado de los ejidatarios, comuneros 
o de los núcleos agrarios. 

Cuando se trate de derechos individuales parcelarios, la confesión será válida si se expresa previa y 
fehacientemente la renuncia al derecho del tanto de los terceros que señala esta Ley. 



Cuando se trate del comisariado ejidal o de bienes comunales, y se afecten los intereses colectivos del núcleo 
agrario, la confesión será válida si es aprobada previamente por la asamblea general. 

Si el demandado no compareciere o se rehusara a contestar las preguntas que se le hagan, el tribunal podrá tener 
por ciertas las afirmaciones de la otra parte, salvo cuando se demuestre que no compareció por caso fortuito o 
fuerza mayor a juicio del propio tribunal. 

Confesada expresamente la demanda en todas sus partes y explicados sus efectos jurídicos por el magistrado, y 
cuando la confesión sea verosímil, se encuentre apoyada en otros elementos de prueba y esté apegada a derecho, el 
tribunal pronunciará sentencia de inmediato; en caso contrario, continuará con el desahogo de la audiencia. 

Artículo 94. Cuando la persona llamada a juicio en su contestación a la demanda niegue los hechos y señale en 
contra de quién deba ejercerse la acción litigiosa, de ser procedente, el magistrado suspenderá la audiencia y 
emplazará a la persona señalada por el demandado para que comparezca a deducir sus derechos frente al 
demandante, fundando y motivando su determinación. 

Artículo 95. Cuando haya transcurrido el término del emplazamiento, sin haber sido contestada la demanda, se 
tendrán por confesados los hechos, siempre que el emplazamiento se haya entendido 

Personal y directamente con el demandado, su representante o apoderado; quedando a salvo sus Derechos para 
probar en contra. En cualquier otro caso se tendrá por contestada en sentido negativo. 

Artículo 96. Si, al contestar la demanda, se opusiere reconvención, se correrá traslado de ella al actor, para que la 
conteste; observándose lo dispuesto en los artículos anteriores sobre demanda y Contestación. 

Capítulo IVDe la Audiencia 

Artículo 97. Las audiencias serán públicas, excepto cuando a criterio del magistrado se pudiera perturbar el orden 
o generar violencia. Si en la hora fijada para la celebración de una audiencia no se hubiere terminado la anterior, 
las personas citadas deberán permanecer en el tribunal hasta que llegue el turno del asunto respectivo, siguiendo 
rigurosamente el orden que les corresponda según la lista del día, la que debe estar fijada en los estrados del 
tribunal con una semana de anticipación. El tribunal deberá programar las audiencias en forma razonable con la 
finalidad de evitar que su celebración registre dilaciones. 

Sección Primera 
De las Formalidades de la Audiencia 

Artículo 98. El magistrado verificará si las partes fueron debidamente notificadas de la celebración de la audiencia 
para determinar si tuvieron conocimiento de la misma y asentará, de ser necesario, la razón actuarial respectiva. 

El secretario de acuerdos dará cuenta al magistrado de las constancias recibidas que deban ser integradas al 
expediente. 

Artículo 99. La audiencia se suspenderá en los casos siguientes: 

I. Cuando llegada la audiencia una de las partes se encuentre asesorada y la otra no, se procederá de inmediato a 
solicitar los servicios de un asesor de la Procuraduría Agraria. 

II. Cuando no concurra alguna de las partes y de autos se desprenda que no fue emplazada o notificada 
debidamente. 

III. A petición de las partes, por una sola vez, por encontrarse en pláticas conciliatorias que puedan poner fin al 
juicio. 



IV. Cuando sea necesario conceder tiempo para el desahogo de alguna diligencia, a criterio del propio tribunal. 

V. Por el fallecimiento de alguna de las partes o de sus asesores legales. 

VI. Cuando el tribunal no esté en posibilidades de funcionar por caso fortuito o de fuerza mayor. 

VII. Cuando alguna de las partes se encuentre imposibilitada para atender el cuidado de sus intereses. La ausencia 
deberá justificarse a satisfacción del tribunal en un plazo de veinticuatro horas anteriores o posteriores a la 
audiencia, y 

VIII. Cuando el magistrado esté impedido para presidir la audiencia, ya sea por ausencia justificada o por 
comisión, a menos que exista habilitación del Tribunal Superior Agrario, para que el secretario de acuerdos pueda 
sustanciar el procedimiento, quien informará a las partes de la ausencia del magistrado titular y de su habilitación. 

Artículo 100. En las audiencias el magistrado y el secretario de acuerdos observarán las disposiciones siguientes: 

I. El magistrado tendrá la obligación indelegable de presidir la audiencia, asistido del secretario de acuerdos. 

II. Antes del inicio de la audiencia y cuando existan más de un actor o demandado, el magistrado solicitará que 
designen a un representante común; 

III. El magistrado proveerá lo necesario para que la intervención de las partes, las declaraciones de los testigos, los 
dictámenes de los peritos y en general todas las pruebas tengan relación con la materia del juicio; 

IV. Las intervenciones del magistrado y las de las partes se asentarán fielmente en el acta de la audiencia, y 

V. El secretario de acuerdos dará fe de lo asentado en el acta de la diligencia. 

Cuando la audiencia no sea presidida por el magistrado, lo actuado en ella no producirá efecto legal alguno, salvo 
lo previsto en la fracción VIII del artículo anterior. 

Artículo 101. Si llegada la audiencia no estuvieren presentes ni el actor ni el demandado a pesar de haber sido 
debidamente notificados, se impondrá una multa al actor equivalente a diez días de salario mínimo general en la 
zona de que se trate, en el entendido de que no se señalará nueva fecha para audiencia hasta en tanto no se acredite 
el pago correspondiente; hecho lo cual, se notificará a las partes la fecha y hora de la nueva audiencia. Se 
apercibirá al actor de que en caso de inasistencia a esta nueva audiencia, su demanda se tendrá por no interpuesta, 
ordenándose el archivo del asunto; y al demandado que de no comparecer nuevamente, se continuará con el juicio 
y se le tendrá por confeso. 

Igualmente el magistrado suspenderá la audiencia y fijará nueva hora y fecha, cuando el demandado esté ausente 
por no haber sido emplazado. 

En caso de que no esté presente el actor pero sí el demandado, se suspenderá la audiencia y se aplicará al ausente lo 
previsto en el primer párrafo del presente artículo. 

Cuando el demandado se presente ya iniciada la audiencia, se le dará intervención en el estado en que se encuentre, 
siempre y cuando demuestre que su puntual asistencia no fue posible por caso fortuito o fuerza mayor. 

Sección Segunda 
Del Desarrollo de la Audiencia 

 



Artículo 102. El magistrado abrirá la audiencia y en ella se observarán las reglas siguientes: 

I. Se hará constar la presencia del magistrado titular y del secretario de acuerdos, así como de las partes y sus 
asesores legales, debidamente identificados; 

II. Las partes ratificarán su demanda y contestación, en ese orden, tanto en la acción principal como en la 
reconvención, en su caso, así como el ofrecimiento de las pruebas señaladas en sus respectivos escritos; 

III. El magistrado del conocimiento fijará la litis sometida a su jurisdicción en la audiencia, conforme a las 
pretensiones, excepciones y hechos expuestos por las partes, respectivamente; 

IV. El magistrado exhortará a las partes a una composición amigable, sin perjuicio de hacerlo nuevamente durante 
el procedimiento. Si se lograra la avenencia, se dará por terminado el juicio y se suscribirá el convenio respectivo, 
el que una vez calificado y, en su caso aprobado por el tribunal, se elevará a categoría de sentencia. 

El convenio celebrado en los términos anteriores deberá resolver el fondo de la litis planteada. 

El magistrado verificará que las partes que suscriban el convenio tengan la capacidad de disponer del derecho en 
litigio. 

En caso de que se encuentren involucrados los intereses colectivos de un núcleo agrario se requerirá, previa a la 
calificación, la aprobación de la asamblea general correspondiente. 

V. Las excepciones y defensas que haga valer el demandado serán resueltas de plano en la audiencia, sin 
substanciar incidentes de previo y especial pronunciamiento; 

VI. El magistrado acordará en la audiencia la admisión o desechamiento de las pruebas ofrecidas por las partes y 
procederá, en su caso, al desahogo de las mismas; 

VII. Las partes podrán hacerse mutuamente las preguntas que consideren pertinentes e interrogar a los testigos y 
peritos; 

VIII. El magistrado podrá hacer libremente las preguntas que juzgue oportunas a las partes, terceros con interés, 
testigos y peritos; carearlos entre sí, examinar documentos, objetos o lugares y hacerlos reconocer por peritos; 

IX. Si alguna de las partes rehusare contestar las preguntas que se le hagan, el magistrado lo asentará así y podrá 
tener por ciertas las afirmaciones de su contraparte; 

X. Desahogadas las pruebas, el tribunal exhortará de nueva cuenta a una composición amigable que resuelva el 
fondo de la litis planteada; de no lograr avenencia, oirá los alegatos de las partes, para lo cual concederá el tiempo 
necesario a cada una y citará para oír sentencia. 

Sección Tercera 
De las Pruebas y Valoración 

Artículo 103. Las partes asumirán la carga de la prueba de los hechos constitutivos de sus pretensiones o defensas; 
sin embargo, para el conocimiento de la verdad material respecto de la controversia planteada, el magistrado podrá 
acordar de oficio, en todo tiempo, la práctica, ampliación o perfeccionamiento de cualquier diligencia probatoria, 
girar oficios a las autoridades para que expidan documentos y apremiar a las partes o a terceros para que exhiban 
los que tengan en su poder o para que comparezca cualquier persona que tenga conocimiento de los hechos 
controvertidos. 



En la práctica de estas diligencias, el magistrado actuará con objetividad e imparcialidad para obtener el mejor 
resultado de ellas, sin lesionar el derecho de las partes, oyéndolas y procurando siempre su igualdad. 

Artículo 104. Sólo los hechos estarán sujetos a prueba, así como los usos y costumbres. Los hechos notorios 
pueden ser invocados por el magistrado, aunque no hayan sido alegados ni probados por las partes. 

Artículo 105. Son admisibles los siguientes medios de prueba: 

I. Confesional; 

II. Documental pública y privada; 

III. Pericial; 

IV. Testimonial; 

V. Inspección judicial; 

VI. Instrumental de autos; 

VII. Presuncional; 

VIII. Medios de prueba aportados por los descubrimientos de la ciencia, y 

IX. En general todos aquellos que no sean contrarios a la ley y a la moral, que estén relacionados directamente con 
los hechos materia de la controversia. 

Artículo 106. El magistrado acordará en la propia audiencia sobre la admisión de las pruebas ofrecidas y la forma 
de su desahogo, atendiendo a la naturaleza de cada una de ellas. 

Las pruebas que no se encuentren relacionadas con la materia del juicio, se desecharán fundando y motivando 
dicha determinación. 

Artículo 107. La confesión puede ser expresa o tácita. Es expresa, la que se hace de manera clara y precisa al 
formular o contestar la demanda, al absolver posiciones, o en cualquier otro acto del proceso; es tácita, la que se 
presume de los hechos y constancias que obran en el expediente. 

Artículo 108. Para el desahogo de la prueba confesional, el pliego cerrado que contenga las posiciones deberá 
presentarse desde el ofrecimiento de la prueba y deberá guardarse así en el secreto del tribunal, asentándose la 
razón respectiva en la cubierta, que firmará el secretario de acuerdos. Llegado el día del desahogo de la prueba, el 
tribunal abrirá el pliego y calificará las posiciones. 

Artículo 109. En el desahogo de la prueba confesional se observarán las reglas siguientes: 

I. Las posiciones deben articularse en términos claros y precisos; no han de ser insidiosas; deben ser afirmativas, 
procurando que cada una no tenga más de un hecho y éste sea propio del que declara. Se tienen por insidiosas las 
preguntas que se dirigen a ofuscar la inteligencia del que ha de responder, con objeto de obtener una confesión 
contraria a la verdad. 

II. Si son varios los que han de absolver posiciones al tenor de un mismo interrogatorio, las diligencias se 
practicarán separadamente y en un mismo día, siempre que fuere posible, evitando que los que absuelvan primero 
se comuniquen con los que hayan de absolver después. 



III. En ningún caso se permitirá que la parte que ha de absolver un interrogatorio de posiciones esté asistida por su 
asesor legal u otra persona; ni se le dará traslado de las posiciones. Si el absolvente no habla o entiende el español, 
deberá ser asistido por un intérprete cuyo servicio le será proporcionado por el tribunal. 

IV. Tomada la protesta de ley al absolvente, el tribunal procederá al interrogatorio. Las contestaciones serán 
categóricas, en sentido afirmativo o negativo, pero podrá agregar las explicaciones que considere necesarias, y, en 
todo caso, dará las que el tribunal le solicite. Si la parte contraria al oferente estima ilegal una pregunta, podrá 
manifestarlo al tribunal, a fin de que vuelva a calificar. Si se declara procedente, se le repetirá para que la conteste, 
apercibida de tenerla por confesa si no lo hace. 

V. Si la parte absolvente se niega a contestar, contesta con evasivas, o dice ignorar los hechos propios, el tribunal la 
apercibirá de tenerla por confesa, si insiste en su actitud. 

Artículo 110. Terminado el interrogatorio, la parte que lo formuló puede articular nuevas posiciones al absolvente, 
oral y directamente en el mismo acto, previa autorización del tribunal. En este caso, cuando el tribunal considere 
que una pregunta formulada no se ajusta a lo dispuesto por el artículo anterior, no la calificará de legal y advertirá 
al absolvente, que no tiene obligación de contestarla, lo cual se asentará en autos si así lo desea el oferente. 

Artículo 111. La parte que tenga que absolver posiciones será tenida por confesa cuando: 

I. Sin causa justificada no comparezca, en cuyo caso el tribunal abrirá el pliego de posiciones y las calificará antes 
de hacer la declaración; 

II. Insista en negarse a contestar o lo haga con evasivas, y 

III. Manifieste en forma reiterada, ignorar los hechos propios. 

Artículo 112. Las autoridades, las entidades y organismos que formen parte de la Administración Pública Federal 
o local, absolverán posiciones por medio de oficio, en el que se insertarán las preguntas que quiera hacerle la 
contraparte, para que por vía de informe, sean contestadas dentro del término que señale el tribunal. En el oficio se 
apercibirá a la parte absolvente de tenerla por confesa si no contesta dentro del término que se le haya fijado, o si 
no lo hace categóricamente afirmando o negando los hechos. 

Artículo 113. Son documentos públicos aquellos expedidos por un servidor público en ejercicio de sus 
atribuciones, que contengan sellos, firmas u otros signos exteriores que prevengan las leyes. 

Artículo 114. Son documentos privados los que no reúnen las condiciones previstas en el artículo anterior. 

Artículo 115. La inspección ocular tendrá por objeto aclarar o fijar hechos relativos a la contienda, percibidos por 
los sentidos, que no requieran conocimientos técnicos especiales; ésta se llevará a cabo previa citación a las partes, 
señalando el lugar de reunión, día y hora. 

Las partes, sus asesores legales o ambos, podrán concurrir a la inspección y hacer las observaciones que estimen 
oportunas. 

De la diligencia se levantará acta circunstanciada que firmarán los que en ella intervengan, si así lo desean, lo que 
se hará constar por el funcionario encargado de la misma. 

Artículo 116. En la primera audiencia, el oferente de la prueba testimonial deberá presentar a sus testigos, que no 
podrán exceder de tres sobre la totalidad de los hechos controvertidos; cuando una de las partes, bajo protesta de 
decir verdad, no pueda presentar a sus testigos, los ofrecerá como hostiles y deberán ser citados a declarar, con 
apercibimiento de aplicación de medidas de apremio si no asisten con causa justificada. 



Los gastos que hagan los testigos y los perjuicios que sufran por presentarse a declarar, serán satisfechos por la 
parte que los ofrezca. 

Artículo 117. Cuando se acredite que las personas que deban rendir testimonio estén incapacitadas para 
comparecer al tribunal personalmente, el magistrado podrá autorizar al secretario de acuerdos o al actuario para 
recibir su declaración en el lugar en que se encuentren, con la presencia de las partes y sus asesores. 

Artículo 118. En el desahogo de la prueba testimonial se observarán las reglas siguientes: 

I. Después de tomarse al testigo la protesta de conducirse con verdad y de advertirlo de las penas en que incurre el 
que se conduce con falsedad, se hará constar su nombre, edad, estado civil, lugar de residencia, ocupación, 
domicilio; si es pariente consanguíneo o afín de alguno de los litigantes y en qué grado; si tiene interés directo en el 
juicio o en otro semejante, y si es amigo íntimo o enemigo de alguna de las partes, se procederá al examen; 

II. Para el examen de los testigos no se presentarán interrogatorios escritos. Las preguntas serán formuladas verbal 
y directamente por las partes o sus asesores legales. Primero interrogará el oferente de la prueba y a continuación 
las demás partes, pudiendo el tribunal permitir que con motivo de una respuesta, hagan las demás partes las 
repreguntas relativas a ella o formularlas el propio tribunal; 

III. Las preguntas y repreguntas deben estar articuladas en términos claros y precisos, en forma afirmativa o 
inquisitiva y conducente a la cuestión debatida. Las que no satisfagan estos requisitos, serán desechadas de plano; 

IV. Los testigos serán examinados separada y sucesivamente, sin que unos puedan presenciar ni escuchar las 
declaraciones de los otros. 

V. Cada respuesta del testigo se hará constar en autos, en forma tal que al mismo tiempo se comprenda en ella el 
sentido o términos de la pregunta formulada; 

VI. Los testigos están obligados a dar la razón de su dicho y el tribunal deberá exigirla, y 

VII. El testigo firmará al pie de su declaración y al margen de las hojas en que se contenga. 

Artículo 119. Si el testigo no habla español, rendirá su declaración por medio de intérprete que será nombrado por 
el tribunal. El intérprete deberá rendir la protesta de ley, previo el desempeño de su encargo. 

Artículo 120. Las partes pueden atacar el dicho del testigo en el acto del examen por cualquier circunstancia que, 
en su concepto, afecte su credibilidad, lo que será valorado por el magistrado al emitir sentencia. 

Artículo 121. La prueba pericial tendrá lugar en cuestiones que requieran el conocimiento especializado de alguna 
ciencia, técnica, arte u oficio, para valorar hechos y circunstancias relevantes en el proceso o adquirir certeza sobre 
ellas; y en los casos, que expresamente lo prevenga la ley. 

Los peritos deben tener título en la ciencia, técnica o arte sobre la cuestión en que ha de oírse su opinión, si aquel 
estuviera legalmente reglamentado; si no está o estándolo no hubiera peritos en el lugar, podrán ser nombradas 
cualesquiera personas entendidas en la materia, a juicio del tribunal, aun cuando no tengan título. 

Artículo 122. Cada parte nombrará un perito, a no ser que se pusieren de acuerdo en el nombramiento de uno solo, 
pudiendo recaer el cargo en el perito adscrito al tribunal agrario sin costo alguno para las partes; éstas podrán pedir 
aclaraciones o solicitar el perfeccionamiento de la prueba, y el magistrado proveerá lo conducente, en el entendido 
de que aquellas no podrán designar otro perito, debiendo sujetarse al resultado de la probanza. 

Si una de las partes está integrada por dos o más personas, deberán nombrar un solo perito; si no pudieran ponerse 
de acuerdo, el tribunal designará uno de entre los que propongan los interesados. 



Artículo 123. Los peritos, al aceptar su encargo, deberán protestar que en su actuación observarán los principios de 
objetividad, profesionalismo, lealtad al proceso, independencia e imparcialidad. 

Artículo 124. La parte que ofrezca prueba pericial deberá presentar a su perito en la primera audiencia, para los 
efectos señalados en el artículo anterior, y exhibir por escrito las preguntas o puntos sobre los que deberá dar 
respuesta. 

Si el oferente de la prueba no presenta a su perito o éste no acepta el cargo, el tribunal tendrá por desierta la prueba; 
en caso contrario, el tribunal concederá a la contraparte el término de cinco días para que adicione el cuestionario 
con lo que le interese, previniendo para que en el mismo término, nombre a su perito. 

Si cumplido el plazo, la contraparte no informa al tribunal del nombramiento de su perito, el magistrado lo hará de 
oficio, a costa de la parte omisa. 

Artículo 125. El tribunal señalará a los peritos un término prudente para que presenten su dictamen, sin que este 
exceda de treinta días. En caso de estimarlo necesario, el tribunal convocará a una junta de peritos en la que las 
partes y el propio tribunal podrán solicitar las aclaraciones que estimen pertinentes. 

Artículo 126. Rendidos los dictámenes, dentro de los tres días siguientes del último presentado, el tribunal los 
examinará y si discordaren en alguno de los puntos esenciales sobre los que debe versar el parecer pericial, 
mandará de oficio el desahogo de un dictamen tercero en discordia, entregándole las copias de los dictámenes de 
las partes y otorgándole un término prudente para que rinda el suyo. Si el término fijado no bastare, el tribunal 
podrá acordar a petición del perito que se le amplíe. 

El perito tercero no está obligado a adoptar alguna de las opiniones de los otros peritos. 

Artículo 127. Si el perito nombrado por una parte no rinde su dictamen, sin causa justificada, designará el tribunal 
nuevo perito, en sustitución del omiso, e impondrá a éste una multa de quince días de salario mínimo general en la 
zona de que se trate. La omisión hará, además, responsable al perito de los daños y perjuicios que por ella se 
ocasionen a la parte que le nombró, lo que deberá hacer ante la instancia correspondiente. 

Si el perito de que se trata no rinde su dictamen dentro del plazo que se le fijó, pero si antes de que se haya hecho 
el nuevo nombramiento, sólo se le aplicará la multa señalada en el párrafo anterior. 

Artículo 128. Los honorarios de cada perito serán pagados por la parte que lo nombró o en cuya rebeldía lo 
hubiere nombrado el tribunal y los del tercero, por ambas partes, excepto que se trate del perito adscrito al tribunal 
unitario agrario, cuya actividad técnica será gratuita. 

En caso de controversia por la falta de pago de honorarios a los peritos, esta se ventilará ante las instancias 
judiciales correspondientes conforme a la legislación aplicable. 

Las presunciones legales y humanas se deducen de los hechos comprobados. La parte que alegue una presunción 
sólo debe probar los supuestos de la misma, lo que deberá ser tomado en cuenta por el tribunal al emitir sentencia. 

Artículo 129. Los demás elementos de prueba derivados de los descubrimientos de la ciencia, tendrán como objeto 
acreditar hechos o circunstancias en relación con la litis planteada; en el caso, en que se necesiten conocimientos 
técnicos especiales para la apreciación de estos medios de prueba oirá el tribunal el parecer de un perito nombrado 
por él, cuando así lo juzgue conveniente. 

Articuló 130. La presentación de pruebas no será limitativa los Magistrados podrán allegarse video, grabaciones, 
fotografías y audios a fin de fortalecer las sentencias. 



Sección Cuarta 
Apreciación y Valoración de las Pruebas 

Artículo 131. El tribunal gozará de libertad en la apreciación de pruebas con el propósito de encontrar la verdad 
material o histórica de los hechos sometidos a su jurisdicción, analizando los documentos en conciencia y a verdad 
sabida, con criterio lógico y objetivo, fundando y motivando su apreciación. 

Capítulo VIDe las Tachas de los Testigos 

Artículo 132. Dentro de los tres días que sigan a la declaración de los testigos, podrán las partes tachar a los 
testigos por causas que éstos no hayan expresado en sus declaraciones. 

Artículo 133. Transcurridos dichos tres días, no podrá admitirse ninguna solicitud sobre tachas. 

Artículo 134. Cuando el testigo tuviere con ambas partes el mismo parentesco, o desempeñare oficios o tuviere 
negocios o interés directo o indirecto en el pleito para con las dos partes, no será tachable. 

Artículo 135. No es tachable el testigo presentado por ambas partes. 

Artículo 136. El juez nunca repelará de oficio al testigo. Será siempre examinado y las tachas que se hagan valer 
se calificarán en la sentencia. Cuando las tachas aparezcan de las declaraciones de los testigos u otras constancias 
de autos, el juez hará dicha calificación aunque no se hayan opuesto tachas al testigo. 

Artículo 137. No es admisible la prueba testimonial para tachar a los testigos que hayan declarado en el incidente 
de tachas. 

Artículo 138. La petición de tachas se hará en forma de incidente y en los términos para su tramitación. 

Artículo 139. En las pruebas de tachas se observarán las reglas que en las comunes. 

Artículo 140. Transcurrido el término concedido para probar las tachas, las pruebas de éstas se unirán a los autos, 
sin necesidad de gestión de los interesados. 

Artículo 141. Las tachas deben contraerse únicamente a las personas de los testigos; los vicios que hubiere en los 
dichos o en la forma de las declaraciones, serán objeto del alegato de buena prueba. 

Artículo 142. En igual plazo que el señalado en el artículo 1307, podrá alegarse la falsedad de los documentos, 
observándose las disposiciones relativas a los incidentes. 

Artículo 143. Si los documentos se presentan después del término de ofrecimiento de pruebas, en los casos en que 
la ley lo permite, o sean supervenientes, el juez dará vista de ellos a la parte contraria, para que haga valer sus 
derechos. 

Artículo 144. La calificación de las tachas se hará en la sentencia definitiva. 

Capítulo VIDe la Sentencia 

Artículo 145. El tribunal agrario citará a las partes para oír sentencia en el término que estime conveniente, sin que 
el mismo exceda en ningún caso de treinta días hábiles después de desahogada la audiencia constitucional donde se 
hayan reunido los requisitos legales para su validez, pudiendo duplicarse en los casos que así lo ameriten. 

 



Artículo 146. Las sentencias de los tribunales agrarios se dictarán a verdad sabida sin necesidad de sujetarse a 
reglas sobre estimación o valoración de las pruebas, sino apreciando los hechos y los documentos según los 
tribunales lo estimaren debido en conciencia, fundando y motivando sus resoluciones, atendiendo a los principios 
de exhaustividad, congruencia, lógica jurídica y de la experiencia. 

Artículo 147. Sólo una vez puede pedirse la aclaración de sentencia, promoviéndose ante el tribunal del 
conocimiento dentro de los 10 días hábiles siguientes al en que surta efectos su notificación, expresándose con toda 
claridad la contradicción, ambigüedad u oscuridad de las palabras cuya aclaración se solicite. 

El tribunal resolverá dentro de los 10 días hábiles siguientes lo que estime procedente, sin que pueda variar el 
fondo de la resolución. 

El auto que resuelva sobre la aclaración de una resolución será parte integrante de ésta y no interrumpirá término 
para impugnar la sentencia. 

En ningún caso el tribunal podrá aclarar su sentencia de oficio, sino hasta que haya transcurrido el plazo para su 
impugnación, ya sea en la vía de revisión ante el Tribunal Superior Agrario o ante el órgano de control 
constitucional correspondiente, siempre y cuando, la aclaración no varíe el fondo de la sentencia. 

Artículo 148. El Tribunal Agrario podrá elevar a la categoría de cosa juzgada, previa calificación, las soluciones 
de controversias individuales o colectivos internos de los pueblos y comunidades indígenas, obtenidas en 
aplicación de sus propios sistemas normativos. 

Capítulo VIIDe la Ejecución de la Sentencia 

Artículo 149. Los tribunales agrarios están obligados a proveer a la eficaz e inmediata ejecución de sus sentencias 
y para ese efecto podrán dictar todas las medidas necesarias, incluidas las de apremio, en la forma y términos que, 
a su juicio, fueren procedentes, sin contravenir las reglas siguientes: 

I. Pronunciada la sentencia, y una vez que haya sido declarada ejecutoriada, el tribunal citará a las partes para que 
manifiesten lo que a su interés convenga, acerca de la forma que cada una proponga para la ejecución, procurando 
el tribunal lograr avenimiento a este respecto; 

II. El vencido en juicio podrá proponer garantía o fianza de institución autorizada para garantizar la obligación que 
se le impone, y el tribunal, con audiencia de la parte que obtuvo, calificará la garantía o fianza según su arbitrio y, 
si la aceptare, podrá conceder un término hasta de quince días para el cumplimiento y mayor tiempo si el que 
obtuvo estuviera conforme con ella. Si transcurrido el plazo no hubiere cumplido, se hará efectiva la fianza o 
garantía correspondiente; 

III. Si existiera alguna imposibilidad material o jurídica para ejecutar una sentencia relativa al establecimiento de 
límites o restitución de tierras, la parte que obtuvo sentencia favorable podrá aceptar la superficie deslindada en 
ejecución, o bien, obtener el cumplimiento sustituto a su satisfacción, en cuyo caso, la sentencia se tendrá por 
ejecutada, dejándose constancia de tal circunstancia en el acta que para el efecto se levante; 

IV. En caso de inconformidad con la ejecución por la parte que obtuvo sentencia favorable, se presentarán al 
actuario los alegatos correspondientes, que se adjuntarán con el acta circunstanciada que se levante en la que se 
exprese de manera detallada su actuación. 

Dentro de los quince días siguientes al levantamiento del acta de ejecución el tribunal del conocimiento dictará 
resolución definitiva sobre la ejecución de la sentencia respectiva. 

 



Título IIDe los Medios de Impugnación de la Sentencia 

Capítulo Amparo 

Artículo 150. De la competencia, Contra las sentencias definitivas de los Tribunales Unitarios o del Tribunal 
Superior Agrario sólo procederá el juicio de amparo ante el Tribunal Colegiado de Circuito correspondiente. En 
tratándose de otros actos de los Tribunales Unitarios en que por su naturaleza proceda el amparo, conocerá el juez 
de distrito que corresponda. 

Artículo 151. De los plazos, el término para interponer el amparo será de quince días, salvo cuando el amparo se 
promueva contra actos que tengan o puedan tener por efecto privar total o parcialmente, en forma temporal o 
definitiva, de la propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a los núcleos de población ejidal o 
comunal, en que será de siete años, contados a partir de que, de manera indubitable, la autoridad responsable 
notifique el acto a los grupos agrarios mencionados; 

Artículo 152. De las pruebas, cuando se reclamen actos que tengan o puedan tener como consecuencia privar de la 
propiedad o de la posesión y disfrute de sus tierras, aguas, pastos y montes a los ejidos o a los núcleos de población 
que de hecho o por derecho guarden el estado comunal, o a los ejidatarios o comuneros, deberán recabarse de 
oficio todas aquellas pruebas que puedan beneficiar a las entidades o individuos mencionados y acordarse las 
diligencias que se estimen necesarias para precisar sus derechos agrarios, así como la naturaleza y efectos de los 
actos reclamados. 

Artículo 153. De la suplencia, la autoridad que conozca del juicio de amparo deberá suplir la deficiencia de los 
conceptos de violación o agravios, en favor de los ejidatarios y comuneros en particular, cuando el acto reclamado 
afecte sus bienes o derechos agrarios, en estos casos deberá suplirse la deficiencia de la queja y la de exposiciones, 
comparecencias y alegatos, así como en los recursos que los mismos interpongan con motivo de dichos juicios; 

Artículo 154. La suspensión también se concederá de oficio y de plano cuando se trate de actos que tengan o 
puedan tener por efecto privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva, de la propiedad, posesión o 
disfrute de sus derechos agrarios a los núcleos de población ejidal o comunal. 

Capítulo Recurso de Revisión 

Artículo 155. El recurso de revisión en materia agraria procede contra la sentencia de los tribunales unitarios que 
resuelvan en primera instancia sobre: 

I. Controversias por límites de terrenos entre dos o más núcleos de población ejidal o comunal, y de éstos con 
pequeños propietarios, sociedades o asociaciones, o viceversa; 

II. Restitución de tierras, bosques y aguas a los núcleos de población ejidal o comunal, contra actos de autoridades 
administrativas o jurisdiccionales, fuera de juicio, o contra actos de particulares, o viceversa; 

III. Nulidad de resoluciones dictadas por las autoridades agrarias que alteren, modifiquen o extingan un derecho o 
determinen la existencia de una obligación; 

IV. Reversión prevista en el artículo 97 de la Ley Agraria; 

V. Controversias derivadas de la constitución, funcionamiento y liquidación de las sociedades que refiere la Ley 
Agraria; 

VI. Controversias relativas a terrenos baldíos, nacionales y demasías en términos de lo previsto en la Ley Agraria; 

VII. Controversias relativas a la expropiación de terrenos ejidales y comunales e indemnización correspondiente; 



VIII. Controversias que se susciten por actos o actividades que deterioren las tierras, aguas u otros recursos 
naturales de los núcleos agrarios, generando un daño patrimonial y un perjuicio a las características del ecosistema 
y equilibrio ecológico, así como aquellos que obstaculicen el oportuno aprovechamiento o explotación y 
realización de las actividades productivas de los núcleos agrarios; 

IX. A los asuntos previstos en el artículo 23, fracciones I, V, XI, XII, XIII y XIV de esta ley y de los demás en que 
se involucren los intereses colectivos de los núcleos agrarios. 

Artículo 156. La revisión debe presentarse ante el tribunal que haya pronunciado la resolución recurrida dentro del 
término de diez días hábiles contados a partir del día siguiente al en que surta sus efectos la notificación. Para su 
interposición, bastará un simple escrito que exprese los agravios. 

El tribunal unitario agrario podrá tener por no interpuesto el recurso de revisión, únicamente cuando haya sido 
presentado de manera extemporánea, previa certificación del secretario de acuerdos del propio tribunal, sin 
necesidad de correr traslado ni dar vista a la parte contraria. Así mismo, el tribunal unitario deberá proveer lo 
conducente, cuando el promovente del recurso de revisión se desista de su interposición, previa ratificación de tal 
desistimiento. 

Artículo 157. El tribunal unitario tendrá por presentado el recurso de revisión, si este es presentado en tiempo, 
dentro de los tres días siguientes a su interposición y dará vista a la contraparte del recurrente para que en un plazo 
de cinco días exprese lo que a su interés convenga. Hecho lo anterior, remitirá inmediatamente el expediente, el 
original del escrito de agravios y la promoción de los terceros interesados al Tribunal Superior Agrario, el cual 
resolverá en un término de treinta días hábiles contados a partir de la fecha de su recepción. 

Título IVDe la Jurisdicción Voluntaria 

Artículo 158. Los tribunales conocerán en la vía de jurisdicción voluntaria de los asuntos no litigiosos o que no 
exista contención o controversia que les sean planteados y proveerán lo necesario para proteger los intereses de los 
solicitantes. 

Cuando fuere necesaria la audiencia de alguna persona, será citada conforme a derecho, admitiéndole en la citación 
que quedan, por tres días las actuaciones en el tribunal para que se imponga de ellas, señalándose día y hora para la 
audiencia a la que concurrirá el promovente. 

Artículo 159. En todos los casos en que la jurisdicción voluntaria verse sobre derechos o bienes agrarios, el 
tribunal oirá a los representantes legales del núcleo ejidal de que se trate. 

Artículo 160. Si a la solicitud promovida se opusiere parte legítima, se dará por terminada la vía de jurisdicción 
voluntaria y se dejarán los derechos de los interesados a salvo. 

Si la oposición se hiciere por quien no tenga legitimación ni interés para ello el tribunal la desechará de plano. 

Artículo 161. No procede la acumulación de un expediente de jurisdicción voluntaria y otro de jurisdicción 
contenciosa, en todo caso, al estar en trámite el primero, deberá darse por terminado y continuar el segundo. 

Título VIDe los Medios Alternativos de Solución de Conflicto Fuera de Sede del Tribunal 

Capítulo IDe la Conciliación 

Artículo 162. Los tribunales unitarios agrarios y el Tribunal Superior Agrario conocerán de los convenios que 
pacten los interesados para la solución de los conflictos, los que una vez ratificados ante el órgano jurisdiccional 
agrario correspondiente será elevado a categoría de sentencia, previa calificación, ordenando su inscripción en el 
Registro Agrario Nacional, según el caso. 



Capítulo IIDe la Mediación 

Artículo 163. En los juicios agrarios sin suspensión del procedimiento, las partes podrán aceptar que un tercero 
participe como intermediario, a fin de alcanzar un acuerdo que resuelva la controversia. 

El mediador debe aceptar y protestar su encargo ante el tribunal que conozca del asunto, obligándose a observar 
confidencialidad, flexibilidad, neutralidad, imparcialidad, equidad, legalidad y honestidad. 

Podrán fungir como mediadores el comisariado ejidal, el consejo de vigilancia, las autoridades tradicionales de los 
pueblos indígenas, en el caso de comunidades agrarias, jueces municipales y la Procuraduría Agraria. 

Iniciada la mediación, si el asunto se pone en estado de resolución, no podrá dictarse la sentencia, salvo renuncia al 
procedimiento de mediación. 

Elaborado el convenio se seguirá el procedimiento establecido por el artículo 290. 

Capítulo IIIDel Arbitraje 

Artículo 164. Las controversias agrarias podrán ser sometidas al arbitraje conforme a las atribuciones que norman 
la actividad de la Procuraduría Agraria. 

Artículo 165. Las partes podrán designar de común acuerdo al árbitro, quien decidirá la controversia apegándose a 
los principios de legalidad, equidad e igualdad. 

Artículo 166. El compromiso arbitral debe otorgarse por escrito con la asistencia de dos testigos, haciéndose 
constar: 

I. Las partes que lo celebran 

II. El negocio sujeto al arbitraje; 

III. El o los árbitros a los que se someten y la forma de designar un tercero para el caso de empate; 

IV. Los procedimientos que han de observarse, los plazos en que han de substanciarse y concluirse; y 

V. Las renuncias que procedan conforme a la Ley. 

Artículo 167. En caso de que no se fijen reglas o no se pongan de acuerdo, el árbitro las establecerá y se ajustará, 
en lo conducente a las disposiciones de esta ley o en su defecto a la legislación federal aplicable, atendiendo las 
reglas siguientes: 

I. Fijará las cuestiones objeto del arbitraje, señalando día y hora para la celebración de una audiencia, la que se 
llevará a efecto en un término no menor a cinco días ni mayor a diez días siguientes a la firma del compromiso 
arbitral; 

II. Durante la audiencia las partes podrán aportar cualquier tipo de pruebas permitidas por la ley para fundar su 
dicho; 

III. Por la naturaleza del procedimiento arbitral las pruebas deberán tener en relación con el asunto controvertido, 
en caso contrario el árbitro podrá desechar aquellas que no reúnan ese requisito; 

IV. En la audiencia se desahogarán las pruebas cuya naturaleza así lo permitan. Para el desahogo de las pruebas 
restantes se señalará fecha y término; 



V. Concluido el desahogo de las pruebas, las partes formularán sus alegatos lo cual puede ser dentro de la misma 
audiencia, o bien se concederá término que no excederá de treinta días, hecho que sea, se dará por concluida la 
instrucción; 

VI. El árbitro dictará su laudo apreciando las pruebas en un término que no excederá de diez días hábiles. 

Artículo 168. Los laudos serán notificados a las partes dentro de los cinco días siguientes a aquel en que se 
hubieran dictado, los que deberán ser sometidos al tribunal agrario correspondiente para su homologación a 
sentencia y en su caso ejecución. 

Transitorios 

Artículo Primero . Este decreto entrará en vigor a los treinta días siguientes al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

Artículo Segundo. Todos los juicios en tramitación a la fecha de entrada en vigor este decreto, continuarán 
rigiéndose por las disposiciones anteriores hasta su conclusión. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, 3 de febrero de 2015. 

Diputado Juan Bueno Torio (rúbrica) 
 


